
        
            
                
            
        

    



SINOPSIS 

MILITARES Y GUERRA CIVIL EN EL PAÍS VASCO.  
            

LEALES, SUBLEVADOS Y GEOGRÁFICOS. 
            




En julio de 1936, una parte del Ejército español se sublevó contra la II República, topándose los golpistas con la resistencia de sus compañeros fieles al Gobierno legamente constituido. Ello imposibilitó el que las fuerzas militares y de orden público se sublevaran en bloque, siendo esta una de las causas que provocó que aquel intento de golpe de Estado acabara convirtiéndose en una guerra civil que se prolongaría hasta 1939. 
            




Por ello, frente al mito franquista de un Ejército unido y alzado en armas por la salvación de España, en la presente monografía se analizan en su complejidad la conspiración antirrepublicana en las guarniciones del País Vasco, las actitudes que tomaron los militares y los miembros de las fuerzas
 de orden público ante la sublevación, su papel en la defensa del territorio leal a la República, las actividades de la Quinta Columna o la represión sufrida por parte de ambos bandos. Todo ello en una situación límite en la que no faltaron tanto el azar como las circunstancias personales de
 amistad, parentesco o compañerismo, factores que en muchos casos determinaron las vicisitudes y el
 posicionamiento de los militares más allá del enfrentamiento ideológico.  
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INTRODUCCIÓN 





En julio de 1936 una parte del ejército español se sublevó contra la II República. Entre las primeras resistencias que los golpistas tuvieron que vencer
 para imponerse estaban las que opusieron sus compañeros de armas fieles al Gobierno legalmente constituido o las de quienes dudaban
 sobre qué postura tomar en aquellas circunstancias extremas. Estos enfrentamientos y
 vacilaciones impidieron que el Ejército y las fuerzas de orden público se sublevaran en bloque, siendo esta una de las causas de que la sublevación fracasara o no llegara a producirse en varias guarniciones tan importantes
 como Madrid, Valencia o Barcelona, y cuya secuela fue, en palabras de Julio Aróstegui, una “simetría de incapacidades”, del Gobierno republicano para sofocar el intento de golpe y de los sublevados
 para imponerse, por lo ajustado de ambas fuerzas, provocando una guerra civil
 que se prolongó hasta 19391. 



En este sentido, frente al mito franquista de un Ejército monolítico alzado en armas por la salvación de España, el Ejército español de 1936 no era el Ejército vencedor de 1939, convertido en el fiel sostén de una dictadura que se extendería hasta 1975. El ejército de preguerra no fue impermeable a las tensiones de la sociedad de la época y acabó escindido tras un intento de golpe de Estado preparado por un pequeño grupo de conspiradores a los que se unió por diferentes motivos la mayoría de la oficialidad. Sin embargo, en el Ejército Popular de la República (EPR) combatieron buen número de militares profesionales, unos por su concepción personal del deber y el juramento de fidelidad prestado, otros por convicción ideológica y algunos porque no les quedó más remedio, pagando la mayoría de ellos un alto precio por su oposición a los sublevados2.  


Por ello, este estudio ofrece una visión más compleja de la conspiración militar, la sublevación y el papel jugado por los militares y las fuerzas de orden público en el País Vasco durante la Guerra Civil, así como otros aspectos totalmente inéditos como las actitudes de los suboficiales o la actuación Quinta Columna en la retaguardia leal. Todo ello en una situación límite en la que no faltaron tanto el azar como las circunstancias personales de
 amistad, parentesco o compañerismo. Factores que en no pocos casos determinaron las vicisitudes y el
 posicionamiento de los militares más allá del enfrentamiento ideológico. 
            

Asimismo, el estudio de la sublevación militar en el País Vasco ofrece la oportunidad de poder realizar comparaciones entre las
 capitales vascas, ya que en ellas se produjeron las variantes que se podrían extrapolar a las guarniciones del resto de España: en Bilbao no se llegó a producir, triunfó en Vitoria y fracasó en San Sebastián. 
            

La presente investigación se basa principalmente en fuentes inéditas. Al respecto, serían de destacar los cientos de hojas de servicios personales de los militares y
 miembros de las fuerzas de orden público destinados, residentes o de permiso en el País Vasco en julio de 1936, tanto en activo como retirados. En ellos se exponen
 sus recorridos vitales y profesionales, pudiendo en muchos casos realizar un
 seguimiento de estas personas hasta su fallecimiento, retiro o el comienzo de
 la contienda. También ha resultado de suma importancia el vaciado del fondo de expedientes de
 averiguación de conducta en los que la justicia militar franquista investigaba a los
 militares procedentes de la zona leal a la República, de reciente acceso para los investigadores y depositado en el Archivo
 General Militar de Ávila, ofreciendo importantísima información sobre los que se encontraban de permiso al producirse la sublevación o que realizaron actividades conspiratorias y quintacolumnistas. Todo ello
 complementado con el estudio de la documentación judicial generada por ambos bandos y depositada en el Archivo Intermedio
 Militar del Noroeste, el Archivo General e Histórico de la Defensa y el Centro Documental de la Memoria Histórica. Su valor radica mucho más allá de la información judicial o represiva, ya que en los juicios del Tribunal Popular de Euzkadi y
 en los consejos de guerra franquistas se adjuntaba correspondencia privada,
 fotografías, recortes de prensa, referencias a publicaciones, etc. No obstante, en lo que
 respecta a las fuentes judiciales, su tratamiento y estudio es de carácter complejo, ya que los encausados intentaron distorsionar o justificar sus
 actitudes y actuaciones, teniendo sus declaraciones que ser complementadas y
 cruzadas con el estudio de documentación procedente de otras fuentes. Por el contrario, en el debe de la investigación está la pérdida de una parte de los fondos judiciales franquistas de la provincia de
 Vizcaya debido a las inundaciones del año 1983. 
            


La publicación está dividida en cuatro capítulos. El primero pone en antecedentes al lector, explicando la evolución del Ejército español desde el siglo XIX hasta 1936 y los orígenes de la conspiración militar contra la II República. El segundo explica el triunfo de la sublevación en Vitoria, y cómo a la hora de proclamar el estado de guerra, los conspiradores tuvieron que
 fijar un consenso e imponer una disciplina férrea para hacerse con el control de las unidades militares, consiguiendo que los
 jefes de mayor graduación y de las fuerzas de orden público se les unieran –de mejor o peor grado– manteniendo la jerarquía militar y la disciplina intactas3. El tercero analiza los factores del fracaso de la sublevación en San Sebastián, entre los que destacaría la actitud dubitativa del coronel Carrasco, llegando al enfrentamiento entre sí de los propios militares y las fuerzas de orden público. En el cuarto se estudia el conato de sublevación del batallón Garellano en Bilbao y su fracaso, así como cuestiones tan importantes sobre la contienda en el territorio vasco como
 el papel de los militares profesionales en el Cuerpo de Ejército de Euzkadi y las vicisitudes de los desafectos en la retaguardia leal,
 optando unos por la pasividad, otros por el pase a la clandestinidad y los más decididos por crear una Quinta Columna que saboteó el esfuerzo de guerra de la Junta de Defensa de Vizcaya y el Gobierno vasco.
 Finalizando con un análisis de la represión y las sucesivas depuraciones que el régimen franquista ejerció contra los militares que sirvieron en las filas leales a la República, y que paradójicamente llegaron a afectar a quienes eran partidarios de los sublevados. Todo
 ello con el fin de asegurar un ejército fiel a la figura del general Franco. 
            


Para finalizar, quisiera expresar mi agradecimiento por su continuo apoyo y
 ayuda a mis padres José María y María Mercedes, y a Virginia López de Maturana, Josu M. Aguirregabiria, Guillermo Tabernilla, José Ángel Brena, Ricardo Pérez, Aitor Lizarazu, Santiago de Pablo, Arturo García, Lourdes Ruiz y Sergio Martínez por sus comentarios, ayuda y aportaciones al presente trabajo. 
            

También, sin la ayuda de los profesionales de los diferentes archivos consultados
 hubiera sido imposible realizar esta investigación. Por ello, quiero dar especialmente las gracias por su ayuda a Víctor y Julia del Archivo General Militar de Ávila, a Eduardo Jáuregui de la Sabino Arana Fundazioa, a todo el personal del Archivo Intermedio
 Militar de Ferrol, pero especialmente a Pilar Blanco (Q.E.P.D), y al de la
 Fundación Sancho el Sabio. Asimismo, sin el interés y la ayuda del personal de Ediciones Beta y Antonia Delgado, su directora
 general, el presente libro no hubiera podido salir adelante. Esperando no
 haberme dejado a nadie, en cuyo caso pido disculpas por adelantado, a todos
 ellos el más sincero y profundo agradecimiento. 
            










NOTA ACLARATORIA 

En la presente obra se usarán los topónimos de la época, realizando aclaraciones puntuales para evitar confusiones por parte de los
 lectores. 
            




CAPÍTULO 1.
EL EJÉRCITO ESPAÑOL EN VÍSPERAS 
DE LA SUBLEVACIÓN 
            




El Ejército español en 1936 se encontraba en una situación de atraso material y doctrinal con respecto a los del resto de Europa
 occidental y contaba con una larga tradición intervencionista en política desde el siglo anterior. Durante el siglo XIX había protagonizado una serie de pronunciamientos para deponer o establecer
 gobiernos de diferente signo, manteniendo un alto grado de protagonismo en la
 vida política del país. Por ello, se trataba de un ejército que no miraba hacia las posibles amenazas exteriores, para las que no
 estaba ni remotamente preparado, sino más bien a los problemas interiores. 
            


Estas intervenciones venían sancionadas en la misma Ley Constitutiva del Ejército de 1878, la cual establecía que: “La primera y más importante misión del Ejército es sostener la independencia de la patria, y defenderla de sus enemigos
 exteriores e interiores”1. Fue en aquellos primeros años de la Restauración en los que, para controlar las tentaciones políticas de los militares, Cánovas del Castillo creó la figura del rey-soldado. A través de esta figura, el rey, en este caso Alfonso XII y posteriormente Alfonso
 XIII, se presentaba como defensor de los intereses del Ejército en el sistema constitucional y era considerado por la oficialidad como su
 jefe por encima del Gobierno de turno. Además, dentro del aparato del Estado, el Ejército consiguió una independencia con respecto al poder civil, ya que se dejaron todos los
 asuntos militares en sus manos, siendo los generales quienes normalmente
 ocuparon el Ministerio de la Guerra durante los siguientes 50 años. Esto, a su vez, hacía que solo se sintieran responsables ante el rey y el Ejército. A esta situación se unió el hecho de que el Ejército fuera utilizado habitualmente por los diferentes gobiernos como revienta
 huelgas, asumiendo los servicios públicos, y como fuerza policial cuando los problemas de orden público se desbordaban, ya que el Estado no contaba con fuerzas policiales
 suficientes, lo que hacía que fuera visto como un enemigo por los sindicatos obreros y las fuerzas políticas de izquierdas. Estas continuas intervenciones en la vida pública intensificaron el convencimiento entre los militares de que ellos eran
 quienes solucionaban los problemas del país, teniendo el derecho a intervenir en política como intérpretes de una voluntad popular mediatizada por los sucesivos gobiernos y
 legitimados por el apoyo real. Acrecentándose su desprecio por los políticos, a los que veían como unos incapaces, viéndose a sí mismos, en cambio, como modelo de patriotismo y honradez2. 



Desde 1898, con la derrota que supuso la pérdida de Cuba y Filipinas a manos de Estados Unidos, la frustración de los militares, tanto por razones internas como externas, creció enormemente. Por un lado, el Ejército fue acusado desde algunos sectores de ser el responsable de la derrota,
 injustamente, puesto que lo era parcialmente, y comenzaron sus enfrentamientos
 con un sector de la sociedad civil, sobre todo el que profesaba ideas liberales
 o de izquierdas. En estas, el sentimiento antimilitarista había crecido por el injusto sistema de reclutamiento de la época, que repercutía en las clases pobres, que no podían permitirse sufragar la llamada redención en metálico, consistente en el pago de 2.000 pesetas para eximirse del servicio en
 colonias o 1.500 en la Península, o pagar a un sustituto, siendo estas las que llevaban el peso del
 reclutamiento y los muertos de las sucesivas campañas coloniales. También, el nacimiento de los nacionalismos vasco y catalán hizo que el miedo a un posible desmembramiento de España les inquietara enormemente. Todo ello dio lugar a incidentes y algaradas entre
 militares y civiles, sobre todo en Cataluña, que acabaron provocando intensas presiones militares hacia los gobiernos, que
 culminaron con la entrada en vigor de la Ley de Jurisdicciones en 1906,
 derogada por Manuel Azaña en 1931, por la que todo supuesto delito contra el Ejército, su honor o la unidad de España sería juzgada por tribunales militares, constituyendo una grave intromisión en la vida política y judicial del país3.  



En el orden interior, las guerras carlistas, los pronunciamientos y la derrota
 de 1898 transformaron al Ejército en una enorme organización hipertrofiada y burocratizada con un exceso de oficiales que lo hacían inoperante, ya que la mayor parte de los presupuestos se iban en sus sueldos
 y se impedía la renovación del material. Esta oficialidad formaba parte de la clase media del país, de ideas mayoritariamente conservadoras y monárquicas, con unos sueldos escasos pero con un alto sentido de su misión y un concepto aristocrático de la vida. Constituyendo un grupo endogámico en el que la mayoría de sus integrantes habían heredado la profesión de sus padres y que vivía cada vez más aislado de la sociedad civil. A su vez, el Ejército estaba dividido entre sus diferentes Armas: la Infantería y Caballería frente a Ingenieros y Artillería. Estos últimos con una mayor preparación técnica e intelectual y una mentalidad elitista, que no aceptaban ascensos por méritos de guerra, solo por antigüedad, para evitar los favoritismos que se daban en las camarillas cercanas a
 Alfonso XIII4.  



En 1909 comenzaron las campañas coloniales en Marruecos, que crearon la ilusión de poder crear un nuevo imperio y resarcirse de la derrota de 1898. Se añadió así un nuevo motivo de fricción con aquella parte de la sociedad civil que se posicionó en contra de la nueva campaña y otro elemento de división interna, el nacimiento de un nuevo tipo de oficialidad, los africanistas, que formarán la columna vertebral de la futura conspiración antirrepublicana y el ejército franquista: Mola, Franco, Varela, Yagüe, etc. Estos eran aquellos militares que hicieron buena parte de su carrera en
 Marruecos, cuyo “núcleo duro (...) estaba constituido por los militares destinados a las
 intervenciones y a las fuerzas de choque”, “los Regulares, la Mehal-la, la Policía Indígena, la Harka, las Intervenciones, los Tiradores de Ifni, el Batallón Disciplinario y la Legión”. A ellos se unirían “los integrantes de otras unidades destinadas en Marruecos e identificados con
 las posiciones de los jefes de las fuerzas de choque (...) y los escasos
 africanistas civiles que formaron un lobby de defensa de los intereses del ejército de Marruecos”5. Estos oficiales crearon una cultura peculiar, caracterizada por “su elitismo, por su desprecio a la fácil vida civil y, por extensión, a la vida de guarnición tradicional, así como un desdén creciente hacia el gobierno comandado por civiles”6. La contienda colonial se caracterizó por una gran brutalidad entre ambos contendientes, en una interminable guerra
 de guerrillas que duró de 1909 a 1927, basada en emboscadas, avances limitados, vida en posiciones
 aisladas, protección de convoyes, unidades pequeñas, una enorme corrupción e incompetencia y escaseces logísticas y de material, constituyendo la única experiencia bélica de la oficialidad, debido a la neutralidad española durante la I Guerra Mundial.  
            



La campaña marroquí forjó en los africanistas una ideología mesiánica, militarista y antidemocrática por la que se sentían los salvadores de España y los únicos que se sacrificaban por su bien, alimentando de un odio feroz hacia las
 organizaciones e individuos que protestaban contra la guerra, a los que
 identificaban con la “AntiEspaña”. Se creó así una mística de heroísmo y sacrificio que influyó profundamente en los cadetes de las academias militares, cuyos elementos más ambiciosos podían ascender rápidamente presentándose voluntarios para ir a las unidades coloniales en las que iban a combatir y
 arriesgar su vida de manera constante, frente al escalafón atascado y la burocratizada y rutinaria vida de guarnición del ejército metropolitano. En este, al ver que eran los africanistas quienes se llevaban los ascensos por méritos de guerra gracias al favoritismo de Alfonso XIII y agobiados por las
 estrecheces de sus sueldos, se crearon las Juntas de Defensa, una especie de
 sindicato militar por el que defendían sus intereses profesionales y la instauración del escalafón por antigüedad. Este objetivo fue logrado con la Ley de Bases de 1918, creando, hasta su
 disolución en 1922, otro elemento de presión para los gobiernos, de indisciplina militar, de intervención en la vida política y de enfrentamiento interno con los africanistas, que las veían como la representación del egoísmo, la burocracia y la vida rutinaria del ejército metropolitano, mientras ellos se jugaban la vida en Marruecos7.  



En 1921 los acontecimientos se precipitaron en Marruecos debido al Desastre de
 Annual, en el que murieron más de 8.000 soldados. La cuestión de las responsabilidades degeneró en una serie de enfrentamientos entre los sucesivos gobiernos, las fuerzas
 parlamentarias, Alfonso XIII, la sociedad civil y los militares, que se veían como el chivo expiatorio de los fallos de los políticos, viéndose atacados sin razón por los civiles, acrecentándose una mentalidad de paranoia e incomprensión que se arrastraba desde 1898 hacia quienes criticaban el alto coste económico y humano de las campañas coloniales. A ello se unía la cuestión del orden público, gravemente quebrantado desde 1917, sobre todo en Barcelona, debido a la
 ola revolucionaria, la crisis económica y la inestabilidad política que se vivía en toda Europa desde las postrimerías de la I Guerra Mundial y que también salpicó a España8.  



Esta situación hizo que desde varios sectores militares se comenzara a conspirar para tomar
 el poder, desembocando en septiembre de 1923 en la sublevación del general Miguel Primo de Rivera, capitán general de Cataluña, sancionada por Alfonso XIII, instaurándose una dictadura militar. Al contrario que en el siglo XIX, cuando una fracción del Ejército se pronunciaba a favor de una determinada facción política que tomaba el gobierno con su apoyo, ahora era el Ejército, como institución, el que tomaba el poder. A partir de aquel momento, los militares tomaron para
 sí las responsabilidades políticas y gubernamentales, comenzando una cada vez mayor politización y división dentro de él. Se iniciaron una serie de conspiraciones cívico-militares contra la Dictadura por motivos variados, desde los agravios por
 los ascensos y el favoritismo hacia quienes apoyaban al dictador, hasta los
 puramente políticos con fines distintos, que iban desde derrocar a Primo volviendo a la
 Constitución de 1876 a implantar la República. El enfrentamiento más grave se vivió en 1926, al prohibirse la tradición de los artilleros de ascender solo por antigüedad, lo que motivó un gravísimo enfrentamiento con el dictador y el pase de muchos oficiales a las filas de
 la oposición9.  



Finalmente, la Dictadura acabó cayendo pacíficamente tras la dimisión de Primo en enero de 1930. Sin embargo, supuso la primera insurrección militar desde las intentonas republicanas de 1886, un quebrantamiento del
 respeto por las instituciones civiles y una excesiva politización y polarización dentro de él. Durante 1930-1931, las conspiraciones, esta vez contra la Monarquía, desembocaron en las sublevaciones militares de diciembre de 1930 de Jaca y
 Cuatro Vientos, que supusieron la ejecución de los capitanes Galán y García Hernández y su conversión en héroes y mártires de la causa republicana. Si bien la gran mayoría de los militares seguía teniendo ideas monárquicas o primorriveristas, al año siguiente se proclamó la II República ante la indiferencia y neutralidad de la mayoría de la oficialidad, cansada de la politización y el enfrentamiento interno que había vivido el Ejército durante los últimos años10.  



Con la proclamación de la II República, llegó al Ministerio de la Guerra Manuel Azaña, que quiso reformar el Ejército para hacerlo más eficaz técnicamente y neutral políticamente, convirtiéndolo en un ejército defensivo frente al exterior, abandonando sus tareas policiales internas.
 El primer problema al que tuvo que enfrentarse era la hipertrofia de la
 oficialidad. A la hora de amortizar las plazas dio la opción de que quienes quisieran pedir el retiro, podían hacerlo con su sueldo íntegro. Con esta medida se retiraron alrededor de 10.000 militares, por lo que
 el escalafón quedó más despejado y el nivel profesional aumentó al continuar los que tenían mayor vocación. Sin embargo, no significó una republicanización del Ejército, ya que se quedaron en él, jurando fidelidad sin mayor problema, un gran número de africanistas y monárquicos que no sentían apego al nuevo régimen o le tenían una marcada hostilidad, como Franco, Goded, Varela, etc., y el ahorro buscado
 no se produjo, ya que el gasto en sueldos se transfirió a los presupuestos de clases pasivas. Se reformó la enseñanza militar y se suprimió, con fines de ahorro y para no seguir saturando el escalafón, la Academia General Militar, instaurada por Primo en 1927 y dirigida por el
 general Franco. Esta se había creado con el fin de que los cadetes compartieran una formación común antes de especializarse y así superar las rivalidades entre Armas, cuyo profesorado estaba formado por africanistas que transmitían más su ideario que una enseñanza militar técnica. Esta supresión fue un grave disgusto para Franco y una parte de la oficialidad, que la veían como una institución modélica. También, se dictaminó el retiro y procesamiento de los mandos que más se habían distinguido en su apoyo a Primo o en la represión contra los republicanos, como el general Mola, director general de seguridad
 en los últimos tiempos de la Monarquía, y se revisaron los ascensos otorgados durante la Dictadura con el fin de
 aclarar si se produjeron en condiciones de abuso o favoritismo. Esta medida creó un gran malestar entre los africanistas, el grupo más cohesionado y dinámico de la oficialidad, ya que se creían atacados y arrinconados, viendo con enorme preocupación el que, con la reorganización de las fuerzas militares que se estaba llevando a cabo, el Ejército de África estuviera reduciendo sus efectivos11.  



Por otro lado, se intentó mejorar la situación material, cuestión que no se logró por las restricciones presupuestarias y el escaso ahorro que se consiguió con las medidas anteriores. El equipamiento siguió siendo pésimo, con escasa artillería pesada, pocos vehículos, una deficiente industria militar, sin carros de combate, ni artillería antiaérea, una aviación anticuada, insuficientes municiones y unas doctrinas operativas que no recogían las enseñanzas de la I Guerra Mundial, sino las de la guerra colonial, que hacían más hincapié en el valor personal que en una preparación metódica y el material. Durante aquel tiempo apenas se realizaron maniobras y la
 instrucción de los reclutas era muy deficiente. Solo el Ejército de África, formado mayoritariamente por tropas profesionales y mandado por los africanistas, podía ser operativo en caso de conflicto, aunque a un nivel inferior al de los ejércitos europeos12. 



En cuanto al servicio militar, nada se reformó y siguió siendo realizado sobre todo por las clases bajas, ya que si bien la redención en metálico se suprimió en 1912, a cambio se establecieron dos servicios. El de los cuotas, los cuales, pagando una cantidad de dinero y su equipo y acreditando poseer
 una instrucción militar práctica y teórica, tenían un servicio abreviado con derecho a elegir destino; y el del resto, que al no
 poder pagar tenían que hacerlo completo. Esta cuestión injusta no se tocó por parte de Azaña, puesto que además se establecieron dos grupos de reclutas según su nivel educativo. En el primero, quienes mostraran una mayor instrucción podrían realizar solo cuatro semanas de servicio, y en el segundo los cuotas realizarían seis meses y el resto un año, salvo que tuvieran aptitudes especiales, en cuyo caso la duración sería de ocho meses13. 



Finalmente, aunque las reformas de Azaña eran acertadas técnicamente, acabaron fracasando por una serie de motivos como la falta de
 dinero, la campaña en contra de las derechas, la obstrucción dentro del ejército, etc., y la manera en que se implementaron, sin ningún tipo de tacto y por decreto. Todo ello hizo que naciera un malestar entre una
 parte de los oficiales, sobre todo los africanistas, que se sentían particularmente atacados por aquellas, mientras que los monárquicos, tanto en activo como retirados, comenzaron a conspirar desde un
 principio para devolver el trono a Alfonso XIII, observando a la República como el preludio de la temida revolución, de la que el único obstáculo eran las Fuerzas Armadas. Por su parte, las derechas manipularon el
 significado de las reformas y comenzaron una campaña de prensa calumniando a Azaña y acusándole de querer “triturar” al Ejército, reafirmando su apoyo incondicional a este14.  



Este malestar y la inminente proclamación del Estatuto de autonomía de Cataluña, hicieron que en agosto de 1932 un grupo de oficiales, encabezados por el
 general Sanjurjo, se sublevara en Madrid y Sevilla, fracasando de manera
 estrepitosa15. Al año siguiente, tras las elecciones de noviembre de 1933, llegaron al poder una
 serie de gobiernos de centro-derecha, que comenzaron a realizar una
 contrarreforma a la de Azaña. A lo largo de 1934 un gran número africanistas fueron aupados a puestos de mando importantes y se rehabilitó o amnistió a quienes habían sido postergados durante la gestión de Azaña o habían estado implicados en la sublevación de 1932. De manera paralela, apareció un nuevo factor de división dentro del Ejército: el asociacionismo militar clandestino. Conviviendo dentro de él dos asociaciones irreconciliables: la Unión Militar Republicana Antifascista (UMRA), fundada en 1935, muy minoritaria y
 empeñada en la defensa de la República frente a un posible golpe de Estado, y la Unión Militar Española (UME), fundada en 1933, más numerosa, contrarrevolucionaria y progolpista. No obstante, hay que tener en
 cuenta que la inmensa mayoría de los militares en activo no pertenecían a ninguna asociación clandestina16. 



La gestión ministerial más importante de aquel período fue la que desarrolló José María Gil Robles, líder de la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA), de mayo a diciembre de 1935. Durante esta, intentó convertir al Ejército en un instrumento al servicio de su proyecto político e inició una purga de mandos de ideas liberales y progresistas, destinando a los puestos
 clave a los africanistas más prominentes, como por ejemplo cuando nombró a los generales Franco y Mola, respectivamente, jefe del Estado Mayor Central
 (EMC) y de las fuerzas militares en Marruecos. Por otro lado, los sucesivos
 gobiernos republicanos habían continuado usando al Ejército como un instrumento de orden público, culminando su actuación en esas labores en octubre de 1934, cuando las tropas coloniales fueron
 transportadas a Asturias para reprimir el levantamiento revolucionario allí producido, siendo denunciada por las izquierdas debido a su extrema brutalidad,
 mientras que las derechas la aplaudían y jaleaban. Por ejemplo, en noviembre de 1934, el líder monárquico José Calvo Sotelo afirmó que “el ejército se ha visto ahora que es mucho más que el brazo de la Patria; no diré que sea el cerebro, porque no debe serlo, pero es mucho más que el brazo, es la columna vertebral, y si se quiebra, si se dobla, si cruje,
 se dobla o cruje con él España”. Esto hizo que la mayoría de los militares se considerasen atacados personal y profesionalmente por las
 izquierdas y arropados por las derechas, sintiéndose cada vez más identificados con sus postulados, observando con enorme preocupación la posibilidad del estallido de una revolución comunista en el caso de que las izquierdas volvieran al poder. A su vez, las
 diversas conspiraciones militares antirrepublicanas no cesaron durante aquel
 tiempo, aunque sin conseguir atraer a un número significativo de oficiales o llegar a un consenso en cuanto a los objetivos
 y el momento de actuar17. 



Todo cambió con la victoria electoral de la coalición de centro-izquierda del Frente Popular (FP) en febrero de 1936. A partir de
 aquel momento, los diversos grupos conspiratorios comenzaron a converger y
 fraguarse de manera seria y coordinada en las guarniciones de toda España. El nuevo Gobierno, consciente de la amenaza de un golpe de Estado, removió de sus puestos a los militares que creía más peligrosos, los cuales veían cada vez con mayor preocupación el empeoramiento del orden público y la situación política18.  



A su vez, durante la primavera de 1936, varios militares de conocidas simpatías republicanas sufrieron amenazas, acosos y atentados, como el cometido por
 militantes de la extrema derecha el 12 de julio de 1936 y que le costó la vida al teniente de la guardia de asalto José del Castillo, instructor de las milicias socialistas y miembro de la UMRA, y
 que fue vengado en la persona de José Calvo Sotelo. Asesinado el día 13 por un pistolero socialista tras una detención arbitraria e ilegal por parte de un grupo de guardias de asalto al mando del
 capitán de la guardia civil Fernando Condés, amigo personal de Castillo y con quien compartía militancia en la UMRA19. 



Finalmente, la conspiración principal acabó siendo dirigida y coordinada por el general Mola, removido del Protectorado
 marroquí a Pamplona en marzo de 1936. A ella se unieron un grupo progresivamente mayor
 de oficiales de ideas diferentes e incluso contradictorias: africanistas, monárquicos, carlistas, falangistas, republicanos conservadores, derechistas sin
 filiación concreta, etc., a los que solo unía la idea de derribar el gobierno del FP, en la creencia de haber sufrido unos
 supuestos agravios por las reformas azañistas y una visión apocalíptica de la cuestión del orden público, que pensaban acabaría derivando en la disolución del Ejército, la anarquía o una revolución comunista20. Por eso tomaron la decisión de “salvar a España”. La justificación de la sublevación, que redactó Mola en su primera Instrucción Reservada en mayo de 1936, iba por ese camino21: 





Las circunstancias gravísimas por que atraviesa la Nación, debido a un pacto electoral que ha tenido como consecuencia inmediata que el
 Gobierno sea prisionero de las Organizaciones revolucionarias, llevan
 fatalmente a España a una situación caótica, que no existe otro medio de evitar que mediante la acción violenta. Para ello los elementos amantes de la Patria tienen forzosamente que
 organizarse para la rebeldía, con el objeto de conquistar el Poder e imponer desde él el orden, la paz y la justicia. 
            





Este texto también indica que el pensamiento político de los militares conspiradores era bastante simplista y se podía resumir en la imposición de “la Ley y el Orden” para salvar al país de sus enemigos interiores. Todo ello se concretó en su único programa de gobierno conocido anterior a la sublevación, la Instrucción Reservada del 5 de junio de 1936. En ella se establecía que, tras el triunfo de la sublevación, se constituiría un Directorio Militar que, entre otros decretos, suspendería la Constitución de 1931, establecería una dictadura republicana, declararía fuera de la ley todas las sectas y organizaciones políticas de inspiración extranjera, mantendría las reivindicaciones obreras legalmente conseguidas y la separación Estado-Iglesia y crearía un “ESTADO FUERTE Y DISCIPLINADO”22. 



Finalmente, una parte del Ejército acabó convirtiéndose en una facción política más, pero con la singularidad de contar con el poder de las armas para prevalecer23. Lo que vino a continuación fue un intento de golpe de Estado militar por parte de aquel sector
 minoritario de la oficialidad que conspiraba activamente y que fue apoyado por
 la mayoría de militares por diversas causas, como el temor a las consecuencias si no se
 unían a los golpistas, oportunismo, disciplina, compañerismo, sus ideas políticas, creer que existía un peligro revolucionario o sentirse agraviados por las reformas republicanas24. También, es muy probable que ante el asesinato de Calvo Sotelo, cundiera en muchos de
 ellos la impresión de que el Gobierno republicano era incapaz de controlar sus fuerzas de orden público, dando una sensación de anarquía que inclinó hacia los conspiradores a una parte de quienes dudaban o que hasta ese momento
 se habían mostrado reacios o contrarios a embarcarse en aventuras golpistas. 
            



Sin embargo, hubo una minoría leal al Gobierno legalmente establecido y que en ciertos lugares como
 Barcelona o Madrid fue decisiva para hacer fracasar el golpe. Por ello, para
 los conspiradores, el peligro que representaban los leales estaba muy claro y
 actuar en los primeros momentos del golpe contra ellos era una prioridad. Mola,
 en sus Instrucciones Reservadas, lo dejaba claro25:







Ha de advertirse a los tímidos y vacilantes que aquel que no está con nosotros está contra nosotros, y que como enemigo será tratado. Para los compañeros que no son compañeros, el movimiento triunfante será inexorable.







De ahí que, donde triunfó la sublevación, se procediera desde el principio contra aquellos militares o miembros de las
 fuerzas de orden público contrarios a ella, sospechosos por sus ideas políticas o que hubieran expresado titubeos o dudas. Según Fernando Puell de la Villa, fueron ejecutados, asesinados, encarcelados o
 expulsados del Ejército 650 mandos militares en la zona que quedó en manos de los alzados, un 5% del total de los oficiales en activo26.  



A todo ello se unió el escarnio que supuso para aquellos militares que permanecieron leales a la
 República el hecho de ser juzgados por sus antiguos compañeros por el delito de rebelión militar. Esto se debía a que los militares sublevados se autolegitimaban de manera perversa en sus
 actos, al pensar que se habían levantado contra un Gobierno que no había cumplido con su deber de defender los intereses del país. Por lo tanto, ellos asumían los poderes públicos, alzándose como el único poder legítimo en virtud de la ley de 1878. De ahí que juzgaran a sus oponentes por el delito de rebelión militar y sus variantes según el Código de Justicia Militar (CJM), tomando como base el bando proclamatorio del
 estado de guerra del 28 de julio de 193627.  


Esta dureza hacia los leales era fundamental para unos militares golpistas que
 monopolizaban en su discurso el que ellos eran la auténtica y única representación del Ejército español. Un Ejército al que antes de la sublevación se había trasladado la división de la sociedad civil y estaba fraccionado entre leales y golpistas,
 politizados y no politizados y estos, a su vez, según sus ideas y lealtades, sin que faltaran quienes titubeaban sobre qué hacer. Aquellas dudas, divisiones y enfrentamientos internos, que impidieron
 que el ejército y las fuerzas de orden público se sublevaran en bloque en julio de 1936, fueron una de las principales
 causas de que aquel intento de golpe de Estado fracasara y acabara degenerando
 en una guerra civil que duraría hasta 1939. 
            




CAPÍTULO 2.
LA SUBLEVACIÓN MILITAR EN VITORIA 
            





En el País Vasco, militarmente adscrito a la 6.ª División Orgánica (DO)1, Vitoria era la capital que contaba con la guarnición más potente y numerosa, ubicándose en ella las siguientes unidades militares y administrativas: el Batallón de Infantería de Montaña Flandes n.º 5, el Regimiento de Caballería Numancia n.º 6, el Regimiento de Artillería de Montaña n.º 2, la Plana Mayor de la 3.ª Brigada de Caballería, la Caja de Reclutas n.º 41 y el Centro de Movilización y Reserva n.º 12. 
            



En el caso de la guarnición vitoriana, la primera noticia sobre la conspiración militar contra la República la tenemos reflejada el 23 de noviembre de 1935. Aquel día, el semanario Álava Republicana publicaba una de las proclamas de la UME con el titular “¿Qué pasa en los cuarteles?”, denunciando la impunidad con que se movía y la complicidad que mantenía con ella Gil Robles desde el Ministerio de la Guerra. A partir de aquel
 momento, y hasta julio del año siguiente, Álava Republicana denunciaría los manejos conspiratorios de la guarnición gracias a los contactos de su director con el comandante Ramón Saleta, del Flandes, y el capitán médico Luis Sánchez-Capuchino, del Numancia, que le informaban sobre la situación dentro de los cuarteles2. 



Tal y como afirmaba Álava Republicana, la UME había conseguido infiltrarse en la guarnición vitoriana. Entre otros, a ella pertenecían sus mandos más importantes: el general Ángel García Benítez, comandante militar de la provincia, el coronel Vicente Abreu, jefe del 2.º de Artillería, el teniente coronel Alonso Vega, jefe del Flandes, y el coronel Luis
 Campos-Guereta, jefe del Numancia. Por el contrario, no hay constancia de la
 presencia de afiliados a la UMRA, aunque sí había un núcleo de oficiales de ideas republicanas, como los capitanes de artillería Luis Beotas, Saturnino Martínez de Rituerto y Manuel Peciña, y simpatizantes del nacionalismo vasco, el teniente de caballería José María Unibaso y el capitán de intendencia Cándido Saseta3.  



Los más notorios conspiradores eran el coronel Abreu y el teniente coronel Alonso
 Vega, los cuales mantenían estrechos contactos con las guarniciones vecinas y con militares retirados y
 civiles afines de la provincia, como el diputado carlista a Cortes José Luis Oriol o Guillermo Elío, jefe del partido monárquico Renovación Española (RE)4. A su vez, durante la primavera de 1936, algunos oficiales habían sido destinados a Vitoria por ser pública y notoriamente antirrepublicanos en sus anteriores puestos, como el capitán de infantería José Caballero, trasladado de la guardia de asalto de Oviedo al Centro de Movilización y Reserva n.º 12 a petición del FP asturiano5.  



En este sentido, la unidad más notoriamente antirrepublicana de la guarnición era el Numancia, ya que la mayoría de sus oficiales eran monárquicos y los escasos mandos de ideas republicanas, los hermanos Agustín y Manuel Mundet, comandante y capitán respectivamente, y el capitán médico Sánchez-Capuchino, eran tratados con gran animosidad y desprecio por sus compañeros6.  


Llegada la mañana del 19 de julio, el general García Benítez proclamó el estado de guerra en la provincia, dando los militares una apariencia de
 unanimidad. Sin embargo, durante las horas anteriores y días posteriores, hubo titubeos, dudas y negativas a unirse a la sublevación, siendo arrestados cuatro oficiales. 
            


Entre los detenidos sobresalió el caso del capitán de infantería Miguel Anitua. Este, al anochecer del 19 de julio, entró al despacho de Alonso Vega esgrimiendo una bandera monárquica que habían traído unos oficiales provenientes de Pamplona7, manifestando que el movimiento era subversivo y que “permanecía fiel al Gobierno, representado en la División por el general Batet y no por el general Mola”8. Anitua añadió que no había estado por la mañana en el cuartel, pero que lo hacía presente en aquel momento. Al mismo tiempo se quitaba la pistola y se la
 entregaba diciéndole: “Haga Vd. de mí lo que quiera”. Inmediatamente fue arrestado, permaneciendo en el cuartel y en arresto
 domiciliario hasta el 3 de agosto, en que se negó a firmar un documento por el que se comprometía a apoyar a sus compañeros sublevados. Enviado al Fuerte de San Cristóbal en Pamplona, se le abrió un consejo de guerra por adhesión a la rebelión que le condenó a unos relativamente blandos 12 años de reclusión por desobediencia gracias a las declaraciones de sus antiguos compañeros que le señalaron como buen militar y persona de orden, el no oponerse activamente a la
 sublevación y al hecho de que la familia Anitua era una de las más conocidas e influyentes de Vitoria. Sin embargo, los votos particulares
 discordantes con la sentencia del presidente y varios vocales del consejo de
 guerra y el dictamen contrario del auditor jurídico, hicieron que el caso pasara al Alto Tribunal de Justicia Militar (ATJM)9. Este revocó la sentencia original por otra de cadena perpetua, consistente en 30 años de reclusión mayor, por adhesión a la rebelión. Finalmente, Anitua fue canjeado en 1938 y enviado a zona republicana, exiliándose en Francia al finalizar la contienda, volviendo a Vitoria en 1942, donde
 falleció poco después10.  



Anitua tuvo la suerte de ser persona proveniente de las clases altas vitorianas
 y tener el aprecio de sus compañeros, que declararon e intercedieron en todo momento por él. Por las deferencias con su persona y la tibieza de la sentencia, se puede
 observar el hecho de que no parece que hubiera grandes tensiones dentro de la
 oficialidad de la guarnición11. En el caso de Vitoria, a los remisos, antes de llegar al extremo de formarles
 un tribunal militar, se les dio la oportunidad de unirse a sus compañeros. Así, el capitán de infantería retirado José María Sanz, del que hablaré más adelante, el capitán Antonio Acha, que se había solidarizado con Anitua en el despacho de Alonso Vega, y el comandante Mundet,
 en arresto domiciliario tras manifestar a García Benítez que “por escrúpulos de conciencia quería estar al margen y no seguir sublevado” y había intentado suicidarse, se avinieron a firmar un documento que rezaba así12: 





Juro por dios y prometo por mi honor secundar el movimiento salvador de mi
 Patria, iniciado por mis compañeros el día 19 de julio del presente año, contribuyendo sin reserva alguna y con todas mis fuerzas y espíritu al triunfo definitivo del mismo. 
            

Vitoria, 3 de agosto de 1936. 





A su vez, los lazos de parentesco y solidaridad entre compañeros hacían que se atenuaran los efectos de la represión dentro del Ejército. Así, el hijo del general García Benítez, capitán del Numancia, fue apartado del servicio activo por sus “antecedentes azañistas”, puesto que había que tener “el máximo cuidado con los destinos de personal (...) procurando no recaigan nunca en
 personal sospechoso y con tachas por ligeras que éstas sean”. Sin embargo, consiguió evitar males mayores y pudo volver al servicio debido a una deferencia que tuvo
 con su padre el general Gil Yuste, jefe de la Secretaría de Guerra, ya que había perdido tres hijos durante la sublevación en Madrid y San Sebastián13. 



Otro oficial detenido fue el capitán médico Sánchez-Capuchino. Este, además de filtrar información sobre la guarnición, había encomendado al soldado José María Arregui para que si oía o veía algo anormal en el cuartel le avisara a él o al comandante Mundet. Además, la noche del 18 de julio se había ofrecido a Ramón Navarro Vives, gobernador civil de la provincia, y que desde el 19, aunque
 estaba sometido a estrecha vigilancia, había intentado reunirse a solas con los suboficiales y miembros del Cuerpo Auxiliar
 del Ejército (CASE) del Regimiento14. Sometido a consejo de guerra, se le condenó a 12 años por rebelión militar15. 



Por su parte, los hermanos Mundet acabaron expulsados del Ejército y desterrados a la localidad de Leza en virtud del decreto n.º 100 del 12 diciembre de 1936, por el que podían ser dados de baja o expulsados los oficiales que hubieran mostrado “indecisión o incapacidad”, entendida como una actitud remisa o titubeante ante la sublevación16.  



Otros oficiales de la guarnición se amoldaron a las circunstancias y se unieron a sus compañeros a pesar de no estar implicados en la conspiración o ser ideológicamente contrarios a la sublevación. El caso más importante es el del general García Benítez. Los conspiradores no habían contado con él, ya que al estar casado con una prima de Manuel Azaña se consideró imprudente tantearlo hasta el último momento, planeando destituirle por el coronel Abreu en el caso de que se
 negara a unírseles17. En la madrugada del 18 al 19 de julio, al recibir órdenes desde Madrid de detener a Alonso Vega, se reunió en su despacho con Abreu y Campos-Guereta para recabar su parecer y ambos le
 expresaron abiertamente que estaban sublevados18. Viéndose en una encerrona, se unió a ellos, manteniendo su puesto hasta que fue relevado en octubre de 1936. A
 partir de aquel momento, su carrera quedó postergada al pasar a ser gobernador militar de Ferrol y presidente en diversos
 consejos de guerra, como el que condenó al general Batet19. Otro caso de atracción es el del comandante Saleta, 2.º mando del Flandes. Este, al reunir Alonso Vega a los oficiales bajo su mando
 para comunicarles la declaración del estado de guerra, mostró su disconformidad. Sin embargo, se le tranquilizó al asegurarle que la sublevación no tenía un tinte monárquico, sino que era “por España”. Durante la contienda, Saleta estuvo al mando de varias unidades en el frente,
 consiguiendo alcanzar el generalato en la década en 195020. El resto de oficiales de ideas contrarias a la sublevación citados anteriormente, salvo el capitán Saseta que se encontraba de permiso en Guipúzcoa, también se adaptaron a la situación y acabaron combatiendo por el bando sublevado durante la contienda,
 continuando su carrera militar durante el franquismo21.  



No solo hubo reparos ideológicos, el miedo a perder su medio de vida hacía que ciertos oficiales dudaran de si habían acertado o no al sublevarse o si estaban en el bando ganador, ya que si el
 Gobierno acababa ganando la partida, lo mínimo que les podía pasar era la expulsión del Ejército. Esas dudas atenazaron al capitán Pedro Echevarría, que estaba de guardia en Radio Vitoria la noche del 24 de julio de 1936 y
 quiso hacerse una idea cabal de la situación, escuchando el triunfal discurso del líder socialista Indalecio Prieto en el que se relataban los fracasos de la
 sublevación y se la daba por vencida. Echevarría, al que pesaba el recuerdo de lo acontecido en agosto de 1932, quedó tan impresionado que sintió “una tremenda duda. No estaba claro si había metido o no la pata sumándose a la subversión, como la llamaba el político socialista”, poniéndose22: 





...a meditar sobre cómo poner a salvo a su mujer y sus hijas. Sólo había un camino: enviarlas al extranjero. ¿Y cómo? No era fácil. Y en caso de conseguirlo, ¿qué sería de él? ¿Aguantaría hasta ver el desenlace? ¿O se pasaría al otro bando en cualquier coyuntura favorable? El discurso de Prieto lo tuvo
 preocupado toda la noche, y cuando llegó el relevo, ya en casa, tampoco pudo conciliar el sueño. 
            





Asimismo, corriendo un gran riesgo, hubo quienes no aceptaron los hechos
 consumados y optaron por una resistencia soterrada desde las filas sublevadas.
 El capitán de infantería retirado José María Sanz, afiliado al Partido Nacionalista Vasco (PNV), no se presentó en la Comandancia Militar al producirse la sublevación, por lo que se le retiró su paga hasta que juró adhesión a esta, pasando a ocupar diversos cargos burocráticos y judiciales hasta ser captado en octubre de 1938 por el dirigente
 peneuvista Luis Álava para su red de espionaje. Sanz le pasó información sobre las divisiones del ejército franquista en el frente catalán durante la batalla del Ebro23. Por su parte, Timoteo Martínez, oficial segundo del CASE, de ideas izquierdistas, se encontraba de permiso
 en Cabredo (Navarra) al producirse la sublevación. El 22 de julio se presentó en la Comandancia Militar de Vitoria, donde fue destinado como escribiente a la
 Caja de Reclutas. Una vez en ella, y después de que se le denegara un permiso para marchar a Estella y gestionar la
 libertad de su padre, también izquierdista, se dedicó a sabotear el esfuerzo de movilización, poniendo pegas burocráticas y resistencia pasiva a todas las gestiones que se le encomendaban24. 



No solo se procedió contra los militares en activo. Los retirados que desde un principio no se
 pusieron a las órdenes de las autoridades militares o no se presentaron para prestar servicio
 tras el decreto conminatorio de la Junta de Defensa Nacional (JDN), también fueron perseguidos25. El capitán de ingenieros retirado Dámaso Iturrioz mantuvo una actitud prudente y oportunista, resultando detenido el
 6 de septiembre de 1936, ya que al conminarle para que declarara a qué gobierno estaba adherido, afirmó que no reconocía a ninguno, ya que la JDN no era reconocida por los gobiernos extranjeros.
 También, durante los años republicanos había fluctuado políticamente del Partido Republicano Radical Socialista en 1932 a Acción Popular en 193626. Todo ello motivó su detención por desacato a la JDN, siendo absuelto del delito de adhesión a la rebelión ya que se consideró que no estaba obligado a presentarse por haber sido detenido antes de la
 publicación del decreto de la Junta. Sin embargo, se consideró que su conducta merecía una sanción administrativa, imponiéndosele una multa de 10.000 pesetas27. Lo interesante del caso de Iturrioz, y que ejemplifica la mentalidad de los
 sublevados con respecto a los militares que no se les unieron, fueron las
 palabras del fiscal militar que llevó su caso, el auditor del Cuerpo Jurídico Militar Luis Cortés: 
            





El delito de adhesión a la rebelión lo cometió el procesado por su conducta y con sus palabras, que estuvieron de acuerdo con
 aquella y una y otras no fueron sino [resumen] de las ideas políticas que profesa. Las explicaciones que quiso dar a su negativa de
 reconocimiento del Gobierno de Burgos son inadmisibles. Para un nacional la
 legitimidad de un Gobierno Español no puede estar supeditada a que hayan expresado o no todavía su reconocimiento oficial las potencias extranjeras, y menos a la seguridad a
 la victoria definitiva (...). 
            

Más que una grave severidad en el castigo individual, lo interesante es el
 saneamiento del Ejército.  
            




Estas palabras muestran cómo los sublevados monopolizaban en ellos la representatividad del Ejército y cómo, entre sus objetivos para la “Nueva España” que ellos querían y en la lucha a muerte en la que se habían implicado contra la II República, no había sitio para dudosos o contrarios en lo que iba a ser su nueva columna
 vertebral: unas Fuerzas Armadas renovadas, limpias y depuradas, en las que no
 cabían quienes tuvieran veleidades democráticas, izquierdistas, de subordinación al poder civil o de lo que ellos consideraban indisciplina.  
            


En los primeros momentos de la sublevación, tener bajo control y vigilancia a los suboficiales y la tropa para que su
 disciplina no se viera alterada se convirtió en una prioridad. Debido a ello, Mola, en su primera Instrucción Reservada, intentaba “comprarles”28:  





Los alféreces y suboficiales que tomen parte en el movimiento serán recompensados con el empleo inmediato o destino civil, si así lo desean, de sueldo equivalente al del empleo-recompensa que se les ofrece.
 Los cabos de análoga circunstancia percibirán una gratificación en metálico de carácter vitalicio o colocación civil decorosa; los soldados, seguridad de trabajo con jornal remunerador en
 las provincias donde son naturales. 
            





Hay que tener en cuenta que los suboficiales y cabos eran los mandos que más contacto tenían con la tropa, los que mejor la conocían y los que mayor influencia podían ejercer sobre ella. A su vez, el control sobre la ideología de los soldados no era algo que viniera impuesto por las circunstancias de la
 sublevación. Antes del advenimiento de la II República existía la Oficina de Investigación Comunista del Ejército, y durante esta se montó el Negociado de Información Comunista en el Ejército y un servicio de información desde la Dirección General de Seguridad para vigilar la ideología de los militares profesionales y reclutas, centrándose sobre todo en los casos de extremismo de izquierdas, informando
 puntualmente al Ministerio de la Guerra y unidades afectadas. Aunque también se infiltraron agentes en la UME y se informaba sobre los soldados y la
 propaganda de tendencias fascistas o monárquicas en los cuarteles, la documentación analizada indica que la principal preocupación por parte de los sucesivos gobiernos republicanos y los servicios de información era una posible infiltración comunista o revolucionaria en el Ejército29. Cualquier conducta sospechosa era vigilada. Por ejemplo, Félix Bastida, cuota que realizó su servicio militar en el Flandes durante los seis primeros meses de 1936, fue
 vigilado y se le rellenó una ficha desfavorable debido a que había mostrado a sus compañeros sus “conocimientos en cuestión sexual e incluso mis ingenuos puntos de vista políticos, sin definir”30. 



La unidad de la guarnición vitoriana en la que más empeño pusieron los conspiradores para su control fue el regimiento de artillería, considerándolo “difícil” y “no muy de fiar”, debido a que una buena parte de la tropa era asturiana y sospechosa de ideas
 izquierdistas31. A su vez, esto hacía que fuera la unidad en la que más confiaban las autoridades y fuerzas políticas republicanas, pensando equivocadamente que, en caso de sublevación, los soldados no obedecerían a sus oficiales32. Por contra, su confianza era nula en el Numancia al considerar que la mayoría de sus oficiales eran monárquicos, mientras que se creía divididos a los del Flandes33.  



Por ello, cara a la inminente sublevación, era imprescindible alejar de los cuarteles a los suboficiales cuyas simpatías izquierdistas eran más notorias y públicas. El 17 de julio se concedió un oportuno permiso de verano al maestro sillero Manuel Cantó y al sargento de artillería Deogracias Pardo. Ambos, el 15 de julio, habían detenido en las calles de Vitoria pistola en mano al carlista Feliciano
 Aramburu y a Félix Abreu, sobrino del coronel, después de una reunión clandestina con falangistas. El 16, Pardo, en una clase teórica con los soldados sobre disciplina y subordinación, les había prevenido para que llegado el caso de una asonada no obedecieran a sus
 oficiales. Asimismo, la noche del 18 al 19 ambos estuvieron en el Gobierno
 Civil y merodearon por los alrededores del cuartel de artillería con un grupo de paisanos. Nada más ser declarado el estado de guerra fueron arrestados y sometidos a consejo de
 guerra, siendo condenados a sendas penas de muerte por adhesión a la rebelión, finalmente conmutadas34.  



Después de esas detenciones, la vigilancia sobre la tropa siguió dando resultados. El 30 de julio fueron arrestados los soldados Celestino González, asturiano y que había sido condenado por los sucesos de octubre de 1934, y Tomás Ozcaray debido a la denuncia de unos centinelas. Estos oyeron a González y Ozcaray una conversación con el cabo Manuel Martínez Estrada, arrestado desde el 20 de julio por su militancia republicana,
 afirmando que cuando llegara la orden de embastar al ganado para marchar al
 frente lo iban a hacer, pero que cuando se les ordenara salir se iban a negar.
 Al ser advertidos de que esas palabras les podían costar caro, respondieron que era algo planeado hace tiempo. Inmediatamente,
 los centinelas dieron parte y los tenientes Esteban y Aracama arrestaron e
 interrogaron a los supuestos conspiradores de manera muy severa, ya que Aracama
 llegó a amenazar pistola en mano a Estrada con pegarle dos tiros si no decía la verdad. Finalmente, los sospechosos fueron enviados al calabozo, abriéndose un consejo de guerra que sentenció en primera instancia a Estrada y González a 30 años de reclusión por el delito de rebelión militar y a Ozcaray a 12 por adhesión a la misma35.  



Menos suerte que los anteriores tuvo el cabo del Numancia Lauro Arrate, que fue
 denunciado por otro cabo y dos soldados de su escuadrón y detenido debido a que les había dicho “que era una vergüenza lo que pasaba, que ellos eran obreros y no debían consentirlo y que debían unirse todos, pero de todo ello se estuvieran callando hasta el momento
 oportuno, que él lo indicaría”. Una vez iniciadas las diligencias del consejo de guerra, varios soldados
 afirmaron que Arrate tenía proyectado rebelarse en unión de otro cabo y varios soldados y que les había invitado a unirse al complot. Por el contrario, Arrate solo confesó que había dicho a los denunciantes que el movimiento iba mal y que debían pasarse al enemigo. Finalmente, fue condenado a muerte como promovedor de
 rebelión y ejecutado el 3 de septiembre de 193636. Anteriormente, el 12 de agosto, había sido ejecutado el cabo del Flandes Juan José Rodríguez, militante de las Juventudes Socialistas Unificadas (JSU), que el 19 de
 julio había arengado a la tropa instándola a rebelarse contra los oficiales, y el 12 de noviembre lo sería el soldado Enrique González Quevedo, seguramente por motivos parecidos37.  



Como se ha podido observar, solo dos oficiales fueron enjuiciados por su oposición a la sublevación, mientras que los casos de suboficiales y soldados fueron más numerosos, desertando hacia el bando leal una veintena de suboficiales, cabos,
 soldados y miembros del CASE de la guarnición durante las primeras semanas de la contienda. Este mayor apoyo de los
 militares de graduación más baja a la República se explicaría por el esfuerzo de las reformas militares azañistas en favor de los suboficiales, eliminando agravios que se mantenían con respecto a los oficiales y mejorando sus condiciones salariales, de trato
 y ascensos38. También hay que tener en cuenta que la mayoría de estos militares provenían de las clases más humildes, los cuales se alistaban como soldados voluntarios o se reenganchaban
 en el Ejército después del servicio militar obligatorio para hacer carrera en él o poder entrar posteriormente en las fuerzas de orden público u otras ramas del funcionariado, lo que les podía predisponer políticamente hacía la izquierda.  
            



Al respecto, lo sucedido en Vitoria fue paralelo a lo acontecido en otras
 guarniciones sublevadas como Valladolid y Ceuta, donde la mayoría de los militares encausados y ejecutados eran de baja graduación, o Madrid y Jaca, donde soldados y cabos izquierdistas habían creado asociaciones y publicaciones clandestinas para concienciar a la tropa
 y oponerse a los oficiales si se producía una sublevación39.  



A su vez, las fuerzas de orden público y la policía también sufrieron los embates de la represión. Por un lado, la Policía Municipal de Vitoria y los Miñones de la Diputación sufrieron la depuración profesional, común a todos los funcionarios, por la que varios de sus componentes fueron
 expulsados o sancionados40. Uno de ellos, el policía municipal Dionisio Rosete, fue condenado a muerte, pero conmutado, por huir de
 Vitoria junto al guardia de asalto Luis González Laso (este sí ejecutado) y combatir en filas republicanas41.  


Sin embargo, la purga de los cuerpos de orden público militarizados tenía una mayor importancia. El principal de todos era la Guardia Civil. La
 prioridad que los sublevados prestaron a esta fue de primer orden, ya que su
 concurso era considerado fundamental para que sus planes triunfaran por ser un
 cuerpo profesional, bien armado y entrenado y con presencia en todo el país. Allí donde la Benemérita se mantuvo leal a la República, como en Barcelona, Madrid o Valencia, la insurrección fracasó.  
            


En Vitoria, el coronel Abreu contactó con el teniente coronel Mario Torres, jefe de la Comandancia de la provincia,
 con intención de captarlo, manifestándole este que no se enfrentaría a los militares en caso de sublevación, pero que hasta que el gobernador civil de la provincia no resignara el mando
 seguiría a sus órdenes. Llegado el 18 de julio, Torres se mantuvo al lado del Navarro Vives,
 ofreciéndose junto a los guardias bajo su mando para defender la legalidad republicana.
 Sin embargo, su ofrecimiento fue desechado con el fin de evitar el
 derramamiento de sangre y la mayoría de la guardia civil acabó uniéndose a la sublevación42. No obstante las órdenes recibidas, los guardias del puesto de Amurrio se negaron a sublevarse,
 advirtiendo al jefe del puesto, el brigada Placido Aguado, que solo acatarían las órdenes del Gobierno y que “auxiliarían al pueblo para reprimir la sublevación”. Aquellos eran Joaquín San Vicente, Sergio Mata, Pablo Ochoa, Benito Estíbalez y Raimundo Hierro. Mientras que el último debió fallecer en el verano de 1937, el resto fueron juzgados por consejos de guerra43. La principal acusación a la que tuvieron que enfrentarse fue haber participado en la detención del presidente del Circulo Carlista de Amurrio, Francisco Padura, asesinado el
 25 de septiembre de 1936. Por este cargo, servir en el frente, realizar otras
 detenciones, registros y requisas, Mata fue condenado a 30 años de reclusión por adhesión a la rebelión44. Más grave era a priori el caso de Joaquín San Vicente, ya que el 19 de julio, cuando llegó de Vitoria el falangista José Ramón Isasi con órdenes para proclamar el estado de guerra, se negó a dejarle entrar al cuartel y casi provoca un motín contra Aguado, proclive a la sublevación45. Además, avisó al ayuntamiento de la localidad de Llodio para advertir que Isasi continuaba
 viaje hacia allí y tomó el mando del puesto relevando a Aguado; después ingresó como aspirante a oficial en la Escuela Militar de Euzkadi hasta que en
 diciembre, aprovechando un permiso, se escondió, entregándose junto a Estíbalez a las fuerzas franquistas en junio de 1937. Ambos fueron juzgados en la
 misma causa, siendo condenados por auxilio a la rebelión a 12 años de reclusión San Vicente y a 3 Estíbalez46.  



A pesar de que las acusaciones contra San Vicente podían ser consideradas más graves que contra Mata, el tribunal consideró que sus acciones y las de Estíbalez habían sido de escasa peligrosidad y poco trascendentes. Además, tenían a su favor el hecho de haberse entregado rápidamente a las tropas franquistas. Sin embargo, a Mata el entregarse en
 Asturias en octubre de 1937 le motivó una condena mayor al reprochársele que en 15 meses no encontrara ningún momento favorable para desertar de las filas republicanas. Finalmente, Pablo
 Ochoa fue juzgado en Bilbao, siendo el único en el que las acusaciones estuvieron exclusivamente referidas a sus labores
 de retaguardia durante el dominio republicano. Se le condenó a 30 años por adhesión a la rebelión. En su caso, además, se le reprochaba su actuación “por su trascendencia, por la gravedad que implican, por ser agente un individuo
 del Instituto de la Guardia Civil, creado precisamente para la evitación de hechos de índole análoga a los que nos ocupan, revelan en el procesado una unión a la rebelión que le hace saltar incluso por los deberes que su profesión le imponía”47.  



Más equívoca fue la actuación del cabo Dionisio Ecenarro, jefe del puesto de Llodio. Este, durante todo el
 19 de julio, estuvo dudando acerca de la actitud que debía tomar, ya que a través de las órdenes llegadas de Vitoria, Isasi y los requetés locales le presionaban para que proclamara el estado de guerra, mientras que
 desde el Gobierno Civil de Vizcaya se le instaba para que desobedeciera toda
 orden proveniente de Vitoria, y el alcalde de Llodio, el peneuvista Florencio Iñarritu, le ordenaba que protegiera el ayuntamiento de los golpistas. Finalmente,
 tras muchas vacilaciones y contradicciones, optó por obedecer a Iñarritu. Al día siguiente, proveniente de Bilbao, se presentó el capitán Juan Ibarrola haciéndose cargo del puesto, por lo que se podía dar por fracasado el intento de sublevación en el norte de Álava. En los siguientes días, Ecenarro prestó servicio en Llodio y Bilbao, estableciendo controles, marchando al frente y
 formando parte del Comité de Defensa de la República del pueblo hasta que en noviembre fue arrestado por unas autoridades
 republicanas que no confiaban en su titubeante lealtad. En abril de 1937 fue
 movilizado para realizar labores de fortificación, entregándose en Santander en agosto de 1937, consiguiendo reintegrarse en la Benemérita hasta el mes de diciembre, en que la hermana de Isasi le denunció, sometiéndosele a un consejo de guerra para aclarar su papel en los sucesos de Llodio.
 Tras pasar dos años y medio encarcelado en Vitoria, fue condenado a 3 años de prisión por negligencia, quedando en libertad atenuada hasta que se decretó su retiro en febrero de 1943 por orden del Ministerio del Ejército. En su caso, aunque se tuvo en cuenta su intachable conducta y
 antecedentes derechistas, no se le perdonaba el no haber actuado “con decisión y energía aprovechando la coyuntura que se le ofrecía para intentar sumar al Movimiento el pueblo de Llodio, declarando el Estado de
 Guerra antes de la irrupción de los milicianos rojo-separatistas y armando a los elementos afectos a la
 Causa Nacional”48.  


El caso de los guardias civiles del norte de la provincia demuestra que toda
 actitud dudosa o de servicio a las autoridades republicanas era punible para
 los militares sublevados, aunque hubieran sido realizadas de mala gana o por
 miedo. La diferente gradación del castigo venía determinada por los servicios realizados, sus labores represivas contra los
 derechistas locales, hacer armas contra el ejército sublevado, la tardanza en pasarse o entregarse y los buenos o malos
 testimonios, avales e informes de las autoridades municipales y vecinos
 derechistas.  
            


El otro cuerpo policial militarizado de la provincia era la 27.ª Compañía de la Guardia de Asalto. Esta había sido creada, a imagen y semejanza de otras policías europeas en 1932 para salvaguardar el orden público en las zonas urbanas. A priori, era el cuerpo policial que más dudas podía generar entre los conspiradores por tener numerosos oficiales y guardias de
 probada fidelidad republicana. En Vitoria, los tenientes Espina y Candelas eran
 favorables a la sublevación, mientras que el capitán Nicolás Baylin era persona notoria y públicamente leal a la República49. Sin embargo, Baylin acabó sumándose a la sublevación a regañadientes y con grandes cargos de conciencia tras comprobar en la madrugada del
 19 de julio que la guarnición se había sublevado y que la guardia civil se había puesto a disposición de García Benítez. Baylín retiró su fuerza del gobierno civil y se puso a sus órdenes. Sin embargo, se enclaustró a su domicilio y cogió la baja del servicio del 19 al 24 de julio, reincorporándose pero permaneciendo en actitud pasiva hasta el 20 de septiembre, en que
 marchó al frente guipuzcoano, donde volvió a coger la baja dos veces. Es posible que se le enviara al frente como castigo
 o para redimirse por su filiación republicana. Tenemos otros ejemplos de este tipo de medidas. Sin ir más lejos, al comenzar la contienda, los guardias civiles de la provincia fueron
 enviados de avanzada a las zonas más expuestas del frente por la desconfianza que generaban debido al ofrecimiento
 del teniente coronel Torres al gobernador civil. Mientras que el comandante de
 infantería Carlos Arroyo, del Centro de Movilización y Reserva n.º 12, pidió en septiembre de 1936 ser destinado en la Legión debido a su pasado político, ya que en abril de aquel año, el FP vitoriano le había recomendado como jefe de la Guardia de Asalto de Bilbao debido a “sus dotes demostradas de gran republicano”50. 



En noviembre de 1936, Baylin marchó destinado a Burgos, donde fue denunciado desde Tetuán por su filiación masónica, ya que mientras había estado destinado en Marruecos se había afiliado a la logia Lixus51. Inmediatamente fue detenido, abriéndose unas diligencias en las que se averiguó que había sido hombre de confianza de los sucesivos gobernadores civiles del período 1933-1936 y admirador de la figura de Manuel Azaña. En junio de 1937 se le instruyó un consejo de guerra en el que declararon a su favor diversas personalidades
 derechistas, militares y religiosas de Vitoria. Baylin fue descrito como una
 persona que si bien era admirador de la política azañista y de filiación izquierdista, también su personalidad era recta y de orden y se había ganado el odio de los sectores de izquierdas más radicalizados, ya que no le había temblado el pulso a la hora de defender el orden público52, había protegido diversos edificios religiosos cuando habían surgido rumores de que iban a ser incendiados y, quizás lo más importante, desde un primer momento había colaborado con “entusiasmo” con el Alzamiento. Finalmente, fue sentenciado a 6 años de prisión por negligencia, que fueron conmutados gracias a los numerosos avales
 recibidos desde Vitoria, retomando la libertad en 194053. En su caso podemos observar las diferencias con el capitán Anitua. Baylin, al ponerse a las órdenes de los sublevados, consiguió librarse en un principio de la represión a pesar de sus públicas simpatías republicanas. Sin embargo, y en esto se parece a Anitua, era persona que
 contaba con apoyo de sus compañeros y de la derecha vitoriana por su gestión del orden público, lo que atenuó su castigo. 
            



El hecho de que los principales mandos militares de la plaza de Vitoria acabaran
 apoyando la sublevación, la dejación del gobernador civil, un Ramón Navarro Vives al que hasta el último momento no le faltó la asistencia de las fuerzas de orden público, y la amenaza del recurso a la violencia sin contemplaciones por parte de
 los sublevados, tuvo un efecto paralizante e intimidante para quienes podían mostrarse contrarios. Por ello, el objetivo de tener bajo control los
 cuarteles y las fuerzas de orden público sofocando cualquier disidencia se consiguió plenamente y la sublevación se efectuó sin mayores problemas. No solo eso, sino que aquellos militares de ideas
 legalistas, republicanas o al menos con serias dudas, acabaron ofreciéndose a los rebeldes o transigiendo con ellos y se integraron dentro del ejército sublevado contra la República54. Personas, que por unos motivos u otros, tuvieron que tomar partido en una
 situación límite y acabaron luchando por el bando que controlaba el territorio en el que se
 encontraban, siendo conocidos popularmente como geográficos. Asimismo, se ofreció una salida a los renuentes o contrarios, dándoseles la oportunidad de reconsiderar su postura. En este caso, tal y como
 afirma Bahamonde: “Los lazos de camaradería y compañerismo adquiridos en las academias militares, cuarteles y dependencias de Estado
 Mayor habían creado una proximidad emocional que se sobrepuso a las diferencias ideológicas”55, facilitando un triunfo rápido e incruento de los militares golpistas. 
            





CAPÍTULO 3.
GUIPÚZCOA 
            

3.1. El fracaso de la sublevación en San Sebastián 
            




3.1.1. Una conspiración llena de dudas, inhibiciones 
y exceso de confianza 
            





Las primeras noticias concretas sobre la conspiración militar referidas a San Sebastián nos las proporciona Félix Maiz, ayudante civil del general Mola durante la primavera de 1936. El 8 de
 febrero de aquel año, una semana antes de las elecciones que dieron lugar a la victoria del FP, se
 reunieron en un restaurante de Pamplona siete oficiales de su guarnición pertenecientes a la UME encabezados por el capitán Gerardo Díez de Lastra. Todos ellos firmaron un documento con el compromiso de “no pertenecer a ningún partido, secta ni organización que pudiese atentar contra la libertad y soberanía de la patria”, dando a conocer Lastra su intención de contactar con la guarnición de San Sebastián, junto a otras, cara a comenzar a preparar una sublevación contra la República1.  


La provincia de Guipúzcoa contaba en aquellos momentos con las siguientes unidades militares y
 fuerzas y cuerpos de orden público y forales:  
            




Regimiento de Artillería Pesada n.º 3, al mando del coronel León Carrasco Amilibia, comandante militar de la provincia. 
            

Batallón de Zapadores-Minadores n.º 6, al mando del teniente coronel José Vallespín.  
            

Caja de reclutas n.º 38, al mando del teniente coronel Adalberto Torres. 
            


Jefatura del 13.er Tercio de la Guardia Civil y Comandancia provincial, al mando, respectivamente,
 del coronel Ignacio López de Ogayar y el teniente coronel Saturnino Bengoa. 
            


Jefatura de la 10.ª Zona y 19.ª Comandancia de Carabineros, al mando, respectivamente, del coronel Francisco
 Arrue y el teniente coronel Antonio Carrió. 
            

37.ª Compañía de la Guardia de Asalto, al mando del capitán Adolfo Cazorla. 
            

Miqueletes, al mando del comandante Ángel Heras. 
            





Paralelamente a lo acontecido en la capital navarra, en una fecha no determinada
 pero anterior a las elecciones, el capitán de Estado Mayor (EM) Bartolomé Barba2, uno de los fundadores de la UME, se presentó en la capital guipuzcoana con la intención de tantear el terreno para dilucidar quién podría encabezar una sublevación si llegaba el caso, entrevistándose con el teniente coronel Vallespín. En la reunión, Vallespín planteó la necesidad de contactar con el coronel Carrasco, negándose Barba por merecer a la Junta Central de la UME poca confianza, acordando
 mantenerle al margen. Finalmente, Barba le encargó comenzar a preparar la sublevación en San Sebastián, asegurándole que cuando llegara el momento recibiría instrucciones.  
            



Con respecto a la decisión de mantener al margen a Carrasco, la Junta Central de la UME mantenía desde Madrid contacto con varios militares retirados residentes en San Sebastián, que quizás fueran quienes informaron desfavorablemente sobre él. Aunque reprimió con dureza a los revolucionarios de octubre de 1934, a Carrasco tampoco le
 tembló la mano a la hora de sancionar a derechistas que no obedecían el bando de guerra y en un discurso realizado aquel mes tras un desfile
 militar, defendió a la República “que representa la democracia y la libertad y tiene abiertos los brazos a todas
 las ideas, siempre que sean honradas”, dando dos vivas a continuación: “Uno por la República, aunque no sea del agrado de todos, pero por respeto a las ideas
 contrarias debe ser así, y otro a España”3. Manifestaciones que debieron resultar muy sospechosas a los conspiradores. A
 ello se sumaban sus cordiales relaciones con la mayoría de los grupos políticos de la provincia, siendo una persona muy querida en San Sebastián. Su sobrino segundo, Miguel de Amilibia, por aquel entonces diputado
 socialista por Guipúzcoa, le describió como “un hombre de trato muy cordial, más dado a la vida de relación que a los tiros, por más que lo disimulara con su porte de soldado”4. También, según el testimonio de Jesús Blanco5: 





...con mucha regularidad, al salir del Gobierno Militar cogía el Boulevard hasta la calle san Jerónimo y tomaba la plaza de la Constitución (...). Allí los chavales que andábamos por allí jugando, pues todos íbamos corriendo donde él. (...) Él contaba cuantos estábamos, sacaba una peseta y: “Bueno, a 5 céntimos cada uno y lo que queda os lo repartís”. Íbamos al puesto de la esquina y cada uno conseguía dos hermosos caramelos y una bolsa de cacahuetes. Y en chavales de la clase
 nuestra, no vamos a decir menesterosos, pero de la Parte Vieja, eso era de
 agradecer. Porque jamás llegó y dijo “no”. Siempre lo hacía, hubiera más o menos niños o viniese una o tres veces a la semana. Un militar, pero en mi recuerdo una
 excelente persona.  
            





Concepto parecido se tenía de él en los cuarteles. Según el cabo Ricardo Álvarez, Carrasco “fue un padre para todo el Regimiento, de edad avanzada y de buenísimos sentimientos y querido por todos”6.  


Tras la entrevista con Barba, Vallespín no perdió el tiempo y se reunió con los oficiales de su batallón, poniéndolos al corriente de aquella, acordando: 
            




...algunas disposiciones (...), tales como blindaje de camiones, estudio y
 organización de posiciones defensivas sobre los terrenos más próximos a los cuarteles así como el necesario enlace con [el] (...) Regimiento de Artillería para llevar a cabo un plan conjunto.  
            


Seguidamente, convocó una reunión de jefes en la Comandancia Militar7. En ella se habló sobre qué hacer cara a las elecciones, sobre todo si las ganaba el FP y el Ejército no lo aceptaba, comentando Carrasco que “era preciso tener un constante contacto entre los Jefes de Cuerpo al objeto de
 estar prevenidos para cualquier acontecimiento que pudiera ocurrir”. Sin embargo, finalmente no se concretó medida alguna.  
            


Tras estos primeros conatos golpistas, Vallespín no volvió a recibir noticias ni instrucciones de Barba, comenzando una situación de indefinición sobre quién iba a ponerse al frente de la conspiración y quién iba a dirigir la guarnición cuando llegara el momento de la sublevación, ya que tanto Barba como el general Mola recibieron informes de que Vallespín: 
            




...por su carácter impulsivo podría convertirse el Alzamiento en un 10 de agosto, quedando marginado de los
 movimientos conspiratorios que comenzaban a darse en la guarnición (...), asumiendo su mando el capitán de ingenieros Miquel que por ser de gran confianza para los Capitanes y
 Oficiales de dicho Batallón, era el que realmente sustituyó al Jefe del Batallón (...) en las funciones que (...) debía haber ostentado... 
            




De ahí que, durante los siguientes meses, Vallespín determinara inhibirse ante los manejos de sus oficiales, tomando “la resolución, natural y lógica, de no tomar nunca responsabilidades de mando (...) bajo estas condiciones
 de mediatización”. La consecuencia fue que, al no haber un jefe a quien se le reconociese el
 mando de la guarnición por encima de la jerarquía establecida, al llegar el momento de la sublevación se siguieron las órdenes de la cadena de mando: el indeciso y contradictorio coronel Carrasco,
 perdiéndose la resolución necesaria en los instantes decisivos. 
            


El 12 de marzo, el capitán Lastra visitó San Sebastián y trabó contacto con el capitán José Tuero y el teniente Miguel Leoz, ambos artilleros8. Participando el primero en la reunión celebrada la noche del 19 de abril en Pamplona en la que oficiales de las
 guarniciones de esa ciudad, Estella, Logroño, Burgos y Bilbao, tomaron a Mola como jefe de la conspiración contra la República.  
            



A partir de aquel momento, Leoz y los capitanes de artillería Luis Sancho, Joaquín Arana y Agustín Muriedas comenzaron a actuar de enlaces con Madrid, Burgos, Pamplona y Bilbao9, así como de la guarnición con RE, Falange Española (FE) y Derecha Vasca Autónoma (DVA)10. Por su parte, el capitán de ingenieros Juan Miquel, que había sido nombrado inspector del Requeté guipuzcoano, mantenía una estrecha relación con la Junta Suprema Militar Carlista, establecida en San Juan de Luz
 (Francia) y formada por dirigentes de la Comunión Tradicionalista (CT)11, los inspectores regionales del Requeté y varios militares retirados, como el general Muslera y el teniente coronel
 Baselga, que habían redactado los planes insurreccionales del carlismo contra la República12. También hubo contactos con el general Cabanellas, jefe de la 5.ª DO, con sede en Zaragoza. Su ayudante, el comandante Cebollero, enlace de la
 capital aragonesa con Pamplona, se entrevistó con el comandante de ingenieros Enrique Erce para informarse de los
 preparativos en San Sebastián e informar a su general. En aquellos momentos, Mola y Cabanellas estaban
 teniendo acercamientos que culminaron en una entrevista personal el 7 de junio,
 en la que se forjó la unión del segundo a la conspiración. Es muy posible que Cabanellas hiciera aquellos contactos por su cuenta, con
 el fin de observar y tantear cómo iba la cosa en otras guarniciones, y como medida de precaución ante los compromisos que iba a adquirir, cara a informarse de la seriedad y
 amplitud de lo que se traía entre manos Mola. Al respecto, la actitud del teniente coronel Alonso Vega en
 Vitoria fue similar. Al parecer, debía abrigar algún tipo de desconfianza o duda con respecto a Mola, disipándose cuando el coronel Joaquín Ortiz de Zárate, amigo personal suyo, le envió una nota con el siguiente texto: “Querido Camilo. Desde luego, el general Mola está de acuerdo con el general Franco y yo con los dos, así que ponte desde luego a sus órdenes sin reparo alguno”13. 



En paralelo, comenzaron los preparativos en los cuarteles para cuando llegara el
 momento. En el de ingenieros se blindó un camión y el capitán de artillería Alberto Piris comenzó a hacer lo mismo con los vehículos de su regimiento. Sin embargo, Carrasco le denegó el permiso para adquirir las planchas de acero necesarias una vez se acabaron
 las disponibles. También hubo gestiones a fin de obtener armas con destino a los civiles que iban a
 apoyar la sublevación. Para ello, Leoz y Muriedas se pusieron en contacto con los dueños de la armería Hijos de P. Merino de San Sebastián. Estos disimularon las compras como transacciones legítimas a través del envío de una carta comercial a Muriedas en la que le ofrecían ejercer de intermediario de su establecimiento con los oficiales de la
 guarnición interesados en adquirir armas para su uso personal, facilitando varios oficiales de artillería sus carnets militares para realizar el máximo número de compras posible14. 



Durante aquellos meses, los cuarteles de San Sebastián (conocidos popularmente como los cuarteles de Loyola por encontrarse en el
 barrio homónimo) también recibieron propaganda política. Así, el EM de la 6.ª DO, al constarle que los oficiales recibían panfletos provenientes de la UME, dio orden a la Comandancia Militar de
 recogerlos e impedir su difusión. Mientras que el comandante de artillería Ángel Velasco distribuía las obras anticomunistas y antisemitas escritas por el propagandista de la
 extrema derecha Mauricio Carlavilla15. 


Por su parte, Carrasco, al darse cuenta de que algo se estaba preparando, marchó en mayo a Madrid para intentar averiguar qué se tramaba. Viaje infructuoso por la desconfianza que suscitaba, quejándose ante el teniente coronel Aizpuru, jefe del EM de la 6.ª DO, de que no se contaba con él y nadie quería informarle. Asimismo, al enterarse de una reunión clandestina de los capitanes de infantería Jesús Serres y Ricardo Visiers, de la Caja de Reclutas, con un enlace de Burgos, les
 llamó a su presencia reprochándoles que no contaran con él. Según Serres:  
            




De esta entrevista se enteró el Coronel Carrasco que llamó a Visiers y al que subscribe, para reprenderles por no haber contado con él, disculpándose como pudieron y entonces el capitán Visiers (...), dirigiéndose directamente al Coronel Carrasco le dijo “Si estaba decidido a ir al Movimiento con ellos” contestándole “Que si era un Movimiento de envergadura desde luego, pero que si era una locura
 no les conducía al suicidio” replicándole Visiers, “Pero bueno si sale el Movimiento en la calle U[d.], dispara sus cañones contra nosotros” contestado Carrasco “U[d.], no me conoce, márchense, márchense... 
            




El 30 de mayo, durante una visita del general Queipo de Llano a San Sebastián, en el brindis de honor que le ofreció la oficialidad, este advirtió que había que estar preparados para salvar a España, y el 6 de junio los cuarteles recibieron la inspección de los generales Juan García Gómez-Caminero, jefe de la 3.ª Inspección General del Ejército, y Pedro de la Cerda, jefe de la 6.ª DO, manteniendo el primero un enfrentamiento con el teniente coronel Vallespín, ya que había hecho colgar en el patio del cuartel de ingenieros un letrero en el que
 figuraba “ANTE TODO ESPAÑA”, no habiendo en el edificio alusión alguna a la República.  
            


Estas visitas y la destitución de De la Cerda el día 13 por el general Domingo Batet, debieron pesar en Carrasco y en sus dudas al
 respecto de una conspiración de la que ya tenía conocimiento, pero no de su amplitud16. Es probable que, al mantenérsele apartado, Carrasco creyera que la conjura no fuera algo serio y que
 pudiera acabar en un fiasco como el de agosto de 1932, manteniendo una actitud
 de ambigua prudencia, negándose en repetidas ocasiones a entrevistarse con Mola a pesar de sus
 requerimientos. Sin embargo, según el capitán Manuel Barrera, enlace de Mola con San Sebastián, este siempre tuvo confianza de que Carrasco acabaría uniéndose a la sublevación.  
            



No obstante, marginar a Carrasco y Vallespín de los preparativos insurreccionales fue un grave error de Mola, ya que sin
 ellos la conjura no avanzaba en conjunto, sino que se iban adhiriendo a ella
 individualmente los oficiales de la guarnición, sin que hubiera un plan coordinado de actuación entre artilleros e ingenieros. El propio Mola fue consciente de ello tras
 acudir a la capital guipuzcoana a mediados de junio, comentando al volver a
 Pamplona que “Son pocos los que prometen y cumplen. Bastantes los que no comprenden, y muchos
 los acomodaticios”17. Si bien la trama golpista contaba con el apoyo de capitanes y tenientes, se
 topaba con la resistencia pasiva y las dudas de los jefes, más por prudencia o miedo a un fracaso que por ser de ideas contrarias, salvo quizás en el caso del comandante de artillería Bernardo Ardanaz, que según los conjurados era su principal obstáculo y que a pesar de ser persona de “orden” y católico practicante, era “poco afecto a las derechas”. Mientras que el teniente coronel de artillería Eloy de la Brena “manifestaba su pesimismo (...) ya que se precisaba el concurso de las derechas y
 estas en Octubre del treinta y cuatro estuvieron (...) remisas en los momentos
 difíciles creyendo [lo volverían a estar]”.  
            


Mola intentó sondear los ánimos de los artilleros usando los buenos oficios de los oficiales del 12.º Regimiento de Artillería Ligera de Logroño aprovechando los lazos de amistad y compañerismo que les unían, marchando el capitán Cesáreo Martín a San Sebastián, donde se entrevistó con varios capitanes, topándose con un panorama parecido al encontrado por Mola: 
            




[Muriedas] lleno de entusiasmo por el Movimiento Nacional, (...) [desarrollaba]
 dentro de sus posibilidades todas la actividades que tendieran a favorecerlo,
 entre las cuales citaba como muy favorables la adhesión que él estimaba poder conseguir de la Guardia Civil con cuyos oficiales se hallaba en
 relación y de los que tenía buenas impresiones. De otro lado hizo presente muy vivamente, el disgusto que
 el ambiente general del Regimiento le producía, primero, porque estimaba era necesario no comunicar nada a los Jefes, entre
 los que citó, al Coronel Carrasco y Comandante Ardanaz por no considerarlos propicios a
 atender las sugerencias de aquella naturaleza (...) y segundo por la poca
 atención que para el mismo tenían algunos Oficiales excesivamente absorbidos (sic) por las distracciones de la
 localidad. Para contrastar esta opinión (...) consultó [al] (...) Capitán Martín Alonso, (...) este le reiteró la separación absoluta que en relación con estas actividades existía entre los Jefes y los Oficiales del Regimiento. Estos últimos no se atrevían a confiar nada a sus Jefes ni estos Jefes trataban de indagar nada sobre el
 particular. Con ello y las órdenes existentes en aquella época que aquellos hacían cumplir, dificultaban más las cosas y hacía más tirante la situación; creando una desorientación que les impedía acertar con el medio de encauzar eficazmente sus actividades. 
            


Finalmente, en julio se produjeron varias reuniones con el fin de dilucidar los
 apoyos con que contaba la sublevación y quién la iba a capitanear en San Sebastián18. Sin embargo, no solo fueron infructuosas, sino que aumentaron la confusión de la situación. La primera tuvo lugar entre los días 4 y 6 de julio, participando en ella los capitanes de artillería y el coronel Carrasco19. Según el capitán Antonio Fernández: 
            





...los Capitanes, aprovechando una junta económica nos pusimos de acuerdo para terminada esta, hablar al Coronel en el sentido
 de que dado el intenso rumor de que algo militar se estaba preparando por
 prestigiosos Jefes Militares para salvar a España del caos que se avecinaba nosotros unánimemente le hacíamos saber que estábamos con el movimiento y que no queríamos ser los últimos en actuar sino que reclamábamos un puesto de honor. El Coronel nos dijo que le parecía excelentemente la decisión y que no tendríamos queja de él (...). Muy bien impresionados de esta reunión salimos todos, se comunicó a los Ingenieros y todos quedamos muy satisfechos. 
            





El 8 de julio Vallespín acudió a Pamplona, entrevistándose con el coronel García-Escámez, que actuaba en nombre de Mola. Reunión que alarmó al general. Según Maiz, se comentó que “Las cosas no están claras. Nada concreto sobre el mando y nada concreto sobre la Guardia Civil”20. Durante aquellos días, entre el 7 y el 9, Carrasco se reunió con Mola en Pamplona, espetándole “estar desacorde con todo acto que fuese contra el Gobierno”21. Al volver a San Sebastián, Carrasco se reunió con Vallespín y la oficialidad de artillería, manifestándoles que: 
            





...tenía motivos sobrados para afirmar que no había movimiento alguno, que estuvieran tranquilos y que le dejaran a él desarrollar toda la labor referente a este asunto. Que le dijo el declarante
 [Vallespín] y capitán Sancho que estaba muy equivocado, que el movimiento era inminente y que tenían que adoptar una actitud definitiva. Que desde luego habló a favor del movimiento el capitán Muriedas, Ferrer y Fernández, quedando los demás en actitud expectante y levántose la sesión sin tomar ninguna resolución definitiva; como siempre el coronel Carrasco pidió margen de confianza, diciendo que en último término se obraría de acuerdo con los intereses de la Patria. 
            




Todo indica que Carrasco mintió a la oficialidad, probablemente por prudencia, ya que si en ese momento
 concreto había tomado la decisión de no sublevarse por temor a un fracaso, tal vez creyera que si hacía presente a sus subordinados que había desairado a Mola, el control de la guarnición se le podía ir de las manos con consecuencias impredecibles.  
            

Ante las manifestaciones de Carrasco, Mola convocó a Vallespín a Pamplona, parece que el día 12. En la reunión, Vallespín dio su opinión sobre la situación de la guarnición: 
            




...haciéndole ver la incapacidad del coronel Carrasco para llevar a cabo cualquier
 movimiento de la naturaleza del que se preparaba (...). A la pregunta final de
 qué opinaba (...) sobre el resultado del Movimiento en San Sebastián le contestó que sin el apoyo del Regimiento de Artillería nada podía hacer el Batallón de Zapadores que por entonces no contaba más que con efectivo de 160 hombres, teniendo, eso sí, la garantía de que la mayoría de sus Jefes y clases eran gente de orden y disciplinada, (...) pero que
 contar con un alzamiento armado homogéneo era materialmente imposible. Ahora bien, si desde el momento de esta
 entrevista el General podía, por cualquier medio que fuera, hacer que (...) tomara el mando interino de la
 plaza le aseguraba un éxito por la ayuda de organizaciones armadas que ya tenía prevenidas. 
            




Tras escucharle, Mola dijo que “desde luego el Movimiento era imposible y que nada había que hacer”. Sin embargo, Vallespín omite un detalle de la reunión que sí da Fernández Cordón. Según este, Mola le dio el mando de la Comandancia Militar a la vez que le ordenaba
 seguir intentando atraer a Carrasco.  
            


Al encargarle que hiciera un último esfuerzo para convencer a Carrasco, Mola intentaba evitar un conflicto al
 llegar el momento de la sublevación y hacer que fuera el comandante militar de la provincia quien firmara el bando
 de proclamación del estado de guerra. Al respecto, Mola y Queipo de Llano actuaron de manera
 similar en los casos de los generales Batet y Villa-Abrille, jefes de las 6.ª y 2.ª DO, intentando infructuosamente que se unieran a la sublevación y que, como titulares legítimos de ambas DO, proclamaran el estado de guerra en el territorio de su
 jurisdicción22. De esta manera, la jerarquía militar quedaba intacta y los indecisos podían eliminar sus escrúpulos descargando la responsabilidad en las órdenes recibidas. Este era también el caso de Carrasco, que en junio comunicó a Mola que solo proclamaría el estado de guerra si la orden provenía de Burgos. No solo eso, para la oficialidad de San Sebastián, la disciplina exigía que primero había que tantear a su mando natural y solo en el caso de negativa sustituirle23. Así lo expresó el capitán de ingenieros Álvaro Padilla:  
            





Unos días antes de estallar el (...) movimiento tuvimos en el Cuartel de Ingenieros una
 reunión casi todos los capitanes de la Guarnición para decidir quién debía ser el Jefe, pues teníamos conocimiento de que el General Mola había mostrado desconfianza en el Coronel Carrasco y no le había hablado de sublevación alguna. A pesar de todo, decidimos que era conveniente que fuese el Coronel el
 Jefe del movimiento por ser el Comandante Militar de la Plaza, además de Coronel del Regimiento de Artillería y de esta forma era más fácil que le secundaran las fuerzas de la Guardia Civil, Asalto y Carabineros. Por
 lo tanto, convinimos que los Capitanes de Artillería tantearían con él este asunto y en el caso de que no se le viera dispuesto, tomaría el mando (...) Vallespín. 
            





Volviendo al problema de quién iba a encabezar la sublevación, el 13 de julio aconteció el asesinato de José Calvo Sotelo, hecho que causó un gran impacto en Carrasco y que le hizo cambiar de opinión24. Hecho constatado y reconocido por el propio Vallespín, que el día 15 volvió a reunirse con Mola en Pamplona: 
            





Visiblemente se notaba que la única preocupación del General era la de averiguar de la manera más exacta posible el estado de preparación de la guarnición de San Sebastián. Esta vez, aun con mayor energía y precisión que la anterior, se le manifestó, que no contara para nada con el Comandante Militar ni con la guarnición, que era asunto perdido (...) si no pasaba (...) a ocupar el puesto de
 Comandante Militar. A ello respondió que ya era tarde pues se habían mandado instrucciones al Comandante Militar, por haberle informado de Burgos
 que era adicto al Movimiento. 
            




Es posible que, quizás a través de sus contactos con el teniente coronel Aizpuru, Carrasco comunicara a Burgos
 que se sumaba a la sublevación y que desde allí se informara a Mola. Debido a ello, volvió a confiar en Carrasco, quitando el mando de la sublevación a Vallespín. Según Barrera, Vallespín insistió en que debía ser él quien tomara el mando o si no, que al menos se remitieran instrucciones para
 poder actuar en caso de que Carrasco titubeara, accediendo a ello Mola, enviándolas el día 18 a través del comandante de artillería retirado Antonio Sagardía, que no pudo contactar con los oficiales de la guarnición. 
            


Sin embargo, Mola seguía sin tener todas consigo, ya que acabó ordenando al general Muslera y al teniente coronel Baselga que se presentaran
 en San Sebastián para encabezar la sublevación, aumentando todavía más la confusión al respecto y sin que pudieran desarrollar ninguna labor de utilidad al no
 poder enlazar con los cuarteles, teniendo que esconderse en una pensión. Por su parte, hubo oficiales que estaban enterados de los preparativos de la
 sublevación y al no ver las cosas claras en San Sebastián optaron prudentemente por marchar a plazas “más seguras”. Así lo hicieron el capitán de caballería Pablo Díaz Doñaveitia, que el 18 de julio se presentó en Vitoria, y el comandante de infantería José Malcampo, que lo hizo en Pamplona el 17. Ambos en situación de disponible forzoso y con domicilio en la capital guipuzcoana25. 



A esas alturas y en la cuenta atrás para la sublevación, tantas confusiones y contradicciones hicieron mella en el núcleo conspirador de San Sebastián, llegando a enviar un exasperado Leoz un mensaje a Pamplona afirmando que “SALDREMOS, COMO SEA, PERO SALDREMOS”26. Sin embargo, a pesar de tantos problemas y confusiones, Mola tuvo un exceso de
 confianza, seguramente pensando que los acontecimientos arrastrarían a la guarnición, dejando al albur de los oficiales comprometidos el que se proclamara el
 estado de guerra. De parecida manera pensaban otros conspiradores. Según el dirigente del Requeté navarro Jaime del Burgo: “Nadie dudaba que San Sebastián se incorporaría plenamente a la causa nacional. Si bien se preveían algunas escaramuzas con las milicias marxistas, se pensó que con un ligero apoyo quedaría pronto dominada la situación”27.  





3.1.2. Vacilaciones, nervios e incertidumbre 
            





Durante los días 17 y 18 de julio, la situación en San Sebastián fue de tensa calma tras la llegada de las primeras noticias sobre la sublevación militar en Marruecos y los incidentes habidos el día 15 entre derechistas e izquierdistas a la salida de la celebración de los funerales por Calvo Sotelo, en los que murió un joven falangista y fueron heridos dos carlistas, ordenando Jesús Artola, gobernador civil de Guipúzcoa, la clausura de los locales de RE y la CT de San Sebastián, prohibiendo las manifestaciones y reuniones públicas para prevenir incidentes. Asimismo, nada más llegar noticias de la sublevación, desplegó a las fuerzas de orden público para proteger el Gobierno Civil y ordenó intervenir los teléfonos y telégrafos de la provincia, lo que tendría su importancia, ya que impidió a Mola contactar con Carrasco la madrugada del 19 de julio. También, el día 18 se presentaron en el Gobierno Civil los diputados peneuvistas Manuel de
 Irujo y José María Lasarte para hacer patente su adhesión al Gobierno de la República, entregando una nota que fue radiada, haciendo lo mismo los partidos y
 sindicatos del FP, comenzando su movilización cara a enfrentarse a la posible sublevación de la guarnición28.  


Mientras tanto, la situación en los cuarteles era de tensa espera, encontrándose el batallón de zapadores virtualmente sublevado. El día 17 se presentaron ante Vallespín los capitanes Francisco Mata y Félix Fernández Prieto, destinados desde la ESG para realizar unas prácticas de EM en el batallón, y al comprobar que: 
            




...el sentir de la Oficialidad (...) era unánime [en el sentido de apoyar la sublevación], nos produjo gran alegría y perdido por ambas partes el natural recelo, motivó que el Tte. Coronel y demás Oficiales durante el recorrido que hacíamos a las dependencias del cuartel nos manifestase, reiteradamente con gran
 entusiasmo, “su impaciencia por echarse a la calle y acabar con todas las afrentas a España”.  
            




Paralelamente, tanto en la Comandancia Militar como en el cuartel de artillería, el día 17 transcurrió con menos agitación, llegando durante la noche las primeras y vagas noticias de la sublevación de las fuerzas militares en el Protectorado marroquí, ordenando el coronel Carrasco que se reforzara la vigilancia. Por su parte,
 Ardanaz se presentó en la Comandancia Militar a las 22 horas, comunicándole Carrasco que el gobernador civil le había dicho que “África y Andalucía se habían levantado; que vigilase mucho en el Cuartel a las clases [los suboficiales] y
 no hiciesen comentarios los Oficiales y que al día siguiente se reunirían”. 
            

Sin embargo, a pesar de las buenas perspectivas que tenían los conjurados, aquel día se produjo uno de los reveses decisivos para la sublevación. Se hizo patente la oposición de los jefes de la Comandancia de la Guardia Civil, el teniente coronel Bengoa
 y el comandante Ezcurra, ya que al entrevistarse Vallespín con ambos para solicitarles la entrega de fusiles ametralladores, se negaron.
 Saliendo de la reunión con una impresión “deplorable”



El 18, sobre las nueve de la mañana, llegó al cuartel de artillería el autobús que recogía a la oficialidad de servicio, siendo el ambiente, según el teniente Néstor Almarza, de “gran entusiasmo” al comentarse la sublevación en África. Al llegar Carrasco poco después y ver que se habían congregado en el cuartel varios militares que se encontraban de permiso en
 San Sebastián les espetó: “¿Qué hacéis aquí? lo que haya que hacer ya lo haremos nosotros, ahora a la playa, a la playa”, teniendo que volver a la ciudad29. Lo mismo ocurrió en la Comandancia Militar con quienes que se presentaron para ofrecer sus
 servicios.  
            


Asimismo, Carrasco fue avisado por el capitán Sancho de que unos falangistas le habían entregado a primera hora un telegrama de Mola en el que se decía: “Somos nueve. Queremos pagar diecinueve pesetas”. Es decir, la guarnición debía proclamar el estado de guerra a las nueve de la mañana del día 19. Seguidamente, tuvo lugar en el despacho del coronel una reunión en la que participó la oficialidad de artillería con la graduación de capitán en adelante. En ella, según Ardanaz: 
            




...les comunicó esto mismo [la sublevación en África] y como ya habían tenido otras reuniones donde el acuerdo era absoluto y unánime de que todos a las órdenes del Coronel estaban con el movimiento que decían se preparaba y en espera de órdenes el Coronel ordenó el acuartelamiento de toda la guarnición.  
            




Extremo confirmado por el teniente Juan Parada, que al inquirir a los
 asistentes, estos le comunicaron que “hubo perfecta unión” entre todos, y según el teniente Almarza, al salir de la reunión, Carrasco les dijo a los expectantes tenientes: “calma muchachos, la cosa se hará a su debido tiempo, no hay que precipitarse y tener confianza en mí, cosa que todos ellos tenían”.  
            

Por la tarde, se presentaron en el cuartel de artillería el coronel Joaquín Ortiz de Zárate, proveniente de Pamplona con órdenes de Mola, y Vallespín, que “insistió con el Coronel para tomar alguna medida, diciendo este que ya estaban
 acuartelados y en espera de órdenes y por deseos (...) [de] Vallespín se mandó un emisario (...) para recabar órdenes del general Mola”. A instancias de Leoz, el falangista César Balmaseda marchó a Pamplona, donde se entrevistó con Mola, volviendo al cuartel a las 21 horas con la orden de proclamar el
 estado de guerra a las nueve de la mañana del día siguiente, ordenándole Leoz marchar a la Comandancia e informar a Carrasco. Sin embargo, al
 presentarse e intentar entrevistarse con el coronel, se topó con el secretario de la Comandancia, el capitán de artillería Cándido Soto, que le dijo: 
            




...en modo alguno podía ver al Coronel (...) y que él, (...) sería en todo caso quien transmitiera (...) la misión que traía (...) [Balmaseda] preguntó si por lo menos podría esperar y transmitir la contestación (...) se le manifestó que no, que en aquel momento no cabía hablarle, que, como había dicho, más tarde lo haría y que [su] presencia (...) como paisano allí no era conveniente, por lo que después de insistir en las órdenes de que era portador y su importancia y urgencia, salió añadiendo al capitán Soto que dejaba a su responsabilidad el cumplimentar debidamente dichas órdenes y que comunicaría en Pamplona el recibimiento de que había sido objeto “Muy bien, muy bien”, replicó el Sr. Soto, bastante nerviosamente. 
            




Mientras tanto, en el cuartel de ingenieros, Vallespín estaba “lleno de entusiasmo por los sucesos y pleno de confianza en el desenlace de
 ellos”. No menos optimista se mostraba el resto de la oficialidad. Según el capitán Mata, “El entusiasmo en todos los oficiales era grande y al analizar el problema local
 (...) nadie dudaba en el resultado final (...) la opinión predominante (...) era ‘rapidez y energía’ (...) [considerando] todos que lo mejor era echarse a la calle el mismo sábado”. Transcurriendo el resto del día en el cuartel “normalmente”. 
            

La llegada de la noche dio lugar a una serie de nerviosas idas y venidas entre
 la Comandancia Militar, el Gobierno Civil y los cuarteles, en las que se perdió tanto el factor sorpresa como la resolución para cumplir las órdenes de Mola, malográndose la sublevación en la capital guipuzcoana.  
            

Tras la llegada de Balmaseda y después de oír las noticias que daba la radio, entre ellas que el Gobierno había dado orden de licenciar a la tropa de las unidades sublevadas, los artilleros
 quisieron adelantar el golpe, ya que según el capitán Piris: 
            




... dada la situación de la provincia, con una importante zona armera, por un lado, y la proximidad
 de la frontera, las fuerzas del Frente Popular, dada la abundancia de medios de
 comunicación podían rápidamente armarse y hacerse dueñas de la provincia, por lo que los momentos que estaban transcurriendo eran
 importantísimos. 
            




Por ello, el comandante Velasco llamó a la Comandancia y reclamó la presencia de Carrasco en el cuartel, a lo que replicó este que fuera él quien bajara a la ciudad, reuniéndose ambos en su despacho a las 23 horas, saliendo Velasco al rato con cara de “disgusto”, volviendo al cuartel de artillería. Poco después salió Carrasco, afirmando a los presentes:  
            




Señores no hay que precipitarse. El general Mola está en Pamplona y es dueño ya de toda Navarra. (...) Yo tengo la orden de sacar las fuerzas por la mañana y declarar el estado de Guerra a las nueve. Esto es ya pan comido. De
 madrugada se llamará a los jefes de Guardia Civil, Artillería e Ingenieros para que acudan a la Comandancia Militar, mostrando en su
 semblante contento y confianza. 
            




Una vez en el cuartel, Velasco indicó que el coronel había ordenado que al amanecer se le presentaran Brena y Vallespín para “cambiar impresiones y resolver” junto a los jefes de la Guardia Civil y Carabineros, siendo refrenada la
 oficialidad por Brena, “basado en la disciplina y las órdenes recibidas”. Al respecto, es muy posible que Carrasco quisiera reunir a los jefes de la
 guarnición y fuerzas de orden público para informarles de la situación, instarles a ponerse a sus órdenes y proclamar el estado de guerra en la provincia a las nueve de la mañana. De hecho, el capitán Soto envió al cabo Sanjuán, telegrafista de la Comandancia, a las cuatro de la madrugada a dormir, diciéndole que descansara, que “al día siguiente tendría mucho trabajo poniendo telegramas a todos los puestos de la Guardia Civil,
 Alcaldes de la Provincia, etc. porque se pensaba declarar a la mañana siguiente el Bando de Guerra”. 
            

Sin embargo, a pesar del optimismo de Carrasco y la oficialidad, empezaban a
 hacerse patentes los fallos de la conspiración en San Sebastián, algunos totalmente incomprensibles y que revelan un exceso de confianza que
 se reveló fatal para los golpistas: la negativa a movilizar a los militares de permiso y
 retirados que se iban presentando en la Comandancia Militar y los cuarteles
 para ofrecer sus servicios, minimizar la posible resistencia que la sublevación podía encontrar o las medidas que Artola pudiera adoptar, no haber contactado
 anteriormente con los jefes de las fuerzas de orden público, falta de coordinación entre artilleros e ingenieros y no trazar un plan bien definido cara al apoyo
 que debían prestar los militantes de las fuerzas políticas derechistas.  
            

Con respecto a este último punto, a pesar de su importancia, ya que los cuarteles disponían de la mitad de la tropa debido a los permisos veraniegos, no hubo más que reuniones preliminares entre los militares y los responsables de las
 organizaciones paramilitares de los partidos derechistas. Según Eduardo Bustinduy, jefe del Requeté guipuzcoano en julio de 1936, diez días antes de la sublevación se reunieron con Vallespín representantes del Requeté, FE, RE y DVA. Sin embargo, la reunión no pasó de hacer un mero recuento de los voluntarios que cada organización podía aportar, sin que se hablara de planes sobre cómo actuar o unirse a los militares cuando llegara el momento. Hubo en este
 aspecto otro exceso de confianza inexplicable, ya que Bustinduy se volvió a reunir con Vallespín el 17 de julio, diciéndole este que ordenara a los requetés que esperaran en sus domicilios a que se proclamara el estado de guerra el 19
 a las nueve de la mañana. Sin embargo, Bustinduy fue menos confiado y ordenó que los requetés de San Sebastián estuvieran preparados para las seis de la mañana, en número de 70 en la Iglesia del Buen Pastor y 36 en la de los Carmelitas, y así poder entrar en acción desde el primer momento. Parecida intención tuvo el capitán de infantería retirado Pedro Chillida, responsable de los voluntarios de la DVA, que congregó en su domicilio a un grupo armado para unirse a los requetés del Buen Pastor en cuanto se proclamara el estado de guerra. A su vez, grupos
 de falangistas estaban dispersos por varios puntos de la ciudad preparados para
 unirse a los militares. Al comenzar a torcerse las cosas, las secciones del
 Buen Pastor y el grupo de Chillida se disolvieron discretamente al mediodía y sus integrantes volvieron a sus domicilios, mientras que la sección de los Carmelitas marchó a los cuarteles. Por su parte, los falangistas intentaron presentarse en el
 cuartel de artillería, donde fueron rechazados por la guardia siguiendo órdenes de Carrasco de que no entraran paisanos en los cuarteles, retirándose la mayoría a sus domicilios, siendo admitidos ocho de ellos en el cuartel de ingenieros
 junto a los requetés de los Carmelitas. 
            

Sobre la medianoche del día 18 se recibió en la Comandancia la visita de unos emisarios de Artola que fueron despachados
 de malas maneras por Carrasco, llamándole aquel por teléfono en repetidas ocasiones e inquiriéndole para que se le presentara, ya que no lo había hecho “según era su costumbre en casos análogos”, respondiendo Carrasco con evasivas o evitando ponerse al aparato, provocando
 la desconfianza de los presentes en el Gobierno Civil.  
            

Llegadas las cuatro de la madrugada, Carrasco convocó a los tenientes coroneles Brena y Vallespín, así como a los jefes de las fuerzas de orden público, presentándose solamente el teniente coronel Carrió, encontrándose el resto en el Gobierno Civil. También hubo problemas para que lo hicieran Vallespín y Brena, ya que al recibir la orden, el primero se negó a presentarse, ya que “era perder el tiempo”, teniendo Carrasco que reiterarla, exigiendo Vallespín el que les acompañaran dos camionetas con soldados.  
            

Finalmente, sobre las seis de la mañana, Vallespín y Brena se pusieron en marcha junto a 40 artilleros al mando del capitán Joaquín Arana y el teniente Leoz. A la altura del teatro Victoria Eugenia fueron
 tiroteados por un grupo de izquierdistas, comenzando una refriega que se saldó con un soldado muerto y dos heridos, mientras que Vallespín y Brena conseguían llegar a la Comandancia, hallando a Carrasco hablando por teléfono con Artola para intentar que cesara el tiroteo, diciéndole que la guarnición no se había sublevado, que estaban respondiendo a una agresión y que “permanecía leal al Régimen y se ofreció a presentarse en el Gobierno Civil”.  
            

Tras cesar el fuego, se presentó en la Comandancia un coche con órdenes de Artola para que Carrasco marchara al Gobierno Civil, a lo que accedió apoyado por el teniente coronel Carrió, marchando ambos a pesar de la oposición de Vallespín.  
            

Al subir Carrasco al coche, Vallespín advirtió a los emisarios de Artola que si el coronel no volvía en media hora, iría a por él con la fuerza del capitán Muriedas, que por orden de Carrasco al iniciarse el tiroteo acababa de llegar
 con 65 artilleros en camiones, recibiendo al poco el refuerzo de dos piezas de
 artillería y un camión blindado, quedando a la espera de órdenes ante la desesperación de Vallespín y el estupor de los recién llegados, que al salir de los cuarteles creían que iban a proclamar el estado de guerra en la ciudad. 
            


A partir de aquel momento, comenzaron una serie de dudas, indefiniciones y
 contradicciones tanto de la guarnición como de un Carrasco virtualmente prisionero en el Gobierno Civil, adonde había llegado a las ocho de la mañana, afirmando que “ni él ni la guarnición se habían sublevado y por el contrario se mantenían fieles al Gobierno, en prueba de lo cual se constituía en el Gobierno Civil a disposición [de Artola]”. Ante estas manifestaciones, y en vista de los sucesos que estaban acaeciendo
 en el resto de España, Artola constituyó una “Junta de Autoridades”, integrándola él mismo, Carrasco, los jefes de las fuerzas de orden público, los diputados Lasarte, Irujo, Amilibia y Lasso30, el alcalde de la ciudad, el presidente de la Diputación, el dirigente republicano navarro Rufino García Larrache, el gobernador civil de Navarra Mariano Menor31 y varios dirigentes del FP guipuzcoano, manteniéndose reunidos en el Gobierno Civil de manera permanente durante los días 19, 20 y 21. 
            



Asimismo, aquella mañana hubo otra presentación decisiva, la que hizo el comandante EM Augusto Pérez Garmendia, que se encontraba de permiso en San Sebastián y que al enterarse de la sublevación marchó al Gobierno Civil para conseguir un salvoconducto y volver urgentemente a su
 destino en Oviedo. Sin embargo, Irujo trabó conversación con él, y al cerciorarse de su lealtad, propuso que se quedara como asesor militar,
 aceptando el encargo. Al poco, también se presentó el capitán de intendencia Cándido Saseta, de permiso en Fuenterrabía, poniéndose al servicio de la Junta32.  



Llegadas las once de la mañana, ante la incredulidad de Vallespín y los congregados en la Comandancia, llegó la orden de Carrasco de que las fuerzas allí estacionadas volvieran a los cuarteles. Vallespín intentó que Muriedas desobedeciera, se pusiera a sus órdenes y marchara contra el Gobierno Civil, a lo que este se negó, perdiéndose la oportunidad de proclamar el estado de guerra en una situación más o menos favorable33, volviendo todos a los cuarteles ante la atónita mirada de la oficialidad, que daba por hecho la proclamación del estado de guerra en San Sebastián. 
            


Sin embargo, había diferencias entre artilleros e ingenieros. Mientras que la indignación era igual en ambos, los artilleros obedecieron las órdenes de Carrasco y Brena de que “el regimiento estuviera acuartelado sin hacer demostración alguna”, a pesar de que “todos (...) se consumen de impaciencia viendo pasar horas y horas tan preciosas”. A su vez, los mandos de mayor graduación caían en el desánimo y la inacción. Según el teniente Parada, Brena y los comandantes Velasco y Ardanaz se manifestaban “en estado grandemente pesimista”, mientras que con el comandante García de la Rasilla “apenas se solía contar para nada, por considerársele una persona anormal debido a un padecimiento cerebral que parecía tenía”. También se negó la entrada al cuartel de los requetés y falangistas que se presentaron ante sus puertas, teniendo que marchar al de
 ingenieros, donde se les recibió bien, entregándoles uniformes y armas. 
            


Por su parte, el ambiente entre los ingenieros era de total efervescencia,
 reuniendo Vallespín a la oficialidad, proclamándose sublevado a título personal, pero que estaba reducido a la impotencia por la negativa de los
 artilleros a actuar, barajándose la posibilidad de iniciar una marcha hacia Navarra. Finalmente, se tomó el acuerdo de que una comisión formada por Vallespín y varios capitanes se presentara en el cuartel de artillería para intentar convencer a Brena y los comandantes de que se le unieran y
 ordenaran sacar a las tropas a la calle, manteniendo dos reuniones infructuosas
 para desesperación de Vallespín, saliendo de la segunda “descorazonado pues manifestó que sin el apoyo de aquellos, era imposible toda acción, decidiendo en vista de ello mantenerse a la expectativa con vistas a que
 cambiaran las circunstancias”. Paralelamente, los capitanes intentaron convencer inútilmente a sus pares “a pesar de que se les habló con palabras fuertes”. Sobre las 15 horas, Vallespín ordenó a los requetés que salieran del cuartel de ingenieros, ya que eran un “estorbo”, encargando a dos de ellos que marcharan hacia Pamplona e informaran a Mola de
 la situación, pasando el resto del día con “normalidad”34. 


Mientras tanto, la situación de Carrasco era de aislamiento, no dejándole Artola abandonar el Gobierno Civil en ningún momento, teniendo que realizar varias llamadas telefónicas al cuartel de artillería, reiterando las órdenes de acuartelamiento y tranquilizando a sus subordinados diciéndoles que no se encontraba detenido. Asimismo, durante aquel día se oyeron “dos o tres discusiones bastante acaloradas en el interior del despacho [de
 Artola] no pudiendo oír lo que se decía, pero sí oyéndose la voz de Carrasco en discusión y también la de Pérez Garmendia, que era el que parecía se imponía al Coronel Carrasco”. Según el teniente de artillería Jesús de la Presilla, que se encontraba junto a Carrasco, la situación del coronel era “vacilante”. Diciéndole que “disimuladamente les tenían detenidos y al decirle que fácilmente podrían ir a los cuarteles, le dijo que tuviera calma que de momento no se podía hacer nada”.  
            


Por su parte, la Junta de Autoridades y Pérez Garmendia, sin contar con Carrasco, comenzaron a perfilar un plan para
 forzar el impasse de la guarnición y poner a prueba su lealtad. La idea era organizar una columna formada por
 paisanos, fuerzas de orden público y militares al mando de Pérez Garmendia para que se apostara en los límites de la provincia con la intención de prevenir posibles incursiones desde Navarra. Sin embargo, finalmente se
 acordó marchar contra Vitoria para sofocar la sublevación de su guarnición. 
            



Llegadas las ocho de la mañana del día 20, un avión proveniente de Pamplona sobrevoló San Sebastián, lanzando varios ejemplares del Diario de Navarra y una octavilla firmada por Mola con el siguiente texto: 
            





A los habitantes y guarnición de San Sebastián 
            

España entera se va uniendo al movimiento salvador de la Patria. Columnas victoriosas
 avanzan desde Pamplona, Logroño, Burgos, Valladolid y Zaragoza sobre la Capital de España, donde un Gobierno impotente cree dominar la situación con emisiones de radio, en las que pretende tener vencido el movimiento,
 cuando son contadas las ciudades en que conserva aún el mando y esto por breve tiempo. 
            

Simultáneamente, las columnas del Sur de España y de Marruecos siguen avanzando triunfalmente hasta Madrid. Asturias misma, se
 halla bajo el mando del Coronel Aranda, que me lo acaba de comunicar por radio,
 y me manifiesta su adhesión y la de aquellas guarniciones. 
            

La vil y engañosa conducta del Comandante Militar de esa ciudad ha dado ocasión a los vergonzosos sucesos que en ella han ocurrido. Yo espero confiadamente
 que las fuerzas de esa guarnición, relevándole del mando, actúen rápida y enérgicamente uniéndose al movimiento; sería para mí muy sensible, pero lo haría inexorablemente, el tener que tomar medidas enérgicas en relación con esa ciudad. 
            

Espero del pundonor de los oficiales y del espíritu de las tropas, que, recapacitando sobre lo que constituye su deber en estos
 momentos, salgan de sus cuarteles y no den lugar a que mañana por la mañana me vea en el caso de tener que bombardear los cuarteles o puntos donde se
 encuentren. 
            

Todos con el corazón elevado, y con la vista puesta en la salvación de la Patria. 
            

¡¡¡Viva España!!! 
            

Pamplona 20 de julio de 1936 

El General Mola 




Esta octavilla galvanizó a los presentes en el cuartel de ingenieros, que intentaron comunicarse con el
 aeroplano mediante unos paneles en los que escribieron “Artillería dudosa”, pasando el resto del día acuartelados y expectantes cara a la actitud que podían tomar los artilleros y las noticias que daba la radio. Mientras tanto, en el
 cuartel de artillería la situación continuaba dominada por la inacción. Según el capitán Piris: “todos protestábamos por el tiempo que parecía perderse pero acatando la espera que imponían los jefes acatando las órdenes telefónicas de Carrasco”. 
            


Paralelamente, la situación en el Gobierno Civil era de agitación, congregándose al mediodía una muchedumbre que tuvo que ser calmada por Artola y Carrasco, afirmando
 ambos que la guarnición estaba con la República, recibiendo Carrasco sonoros abucheos y gritos llamándole traidor y asesino de Guadalupe35. Llegada la tarde, un Carrasco reducido a la impotencia fue requerido para que,
 como prueba de buena voluntad, ordenara que una sección de artillería y otra de ingenieros fueran agregadas a la columna que se estaba organizando.
 No quedándole más remedio que llamar al cuartel de artillería y ordenar que se presentara un jefe en el Gobierno Civil, tomando el encargo
 el comandante Ardanaz. Una vez allí, Carrasco le dijo lo siguiente: 
            





...estoy cubierto de mierda desde la cabeza hasta los pies, pero creo que la
 situación la salvaré aunque me pegue un tiro; estoy detenido, no me dejan un momento solo y todo es
 hostilidad hacia mí, mangoneándolo todo el Teniente Coronel de la Guardia Civil Bengoa y el Comandante de
 Estado Mayor Pérez Garmendia. Se trata de lo siguiente: que desconfían de la actitud de la guarnición y que el pueblo quiere una prueba de que estamos con ellos, yo les dificulto
 todo lo que piden, (...) para ganar tiempo, les he dicho que tengo que
 consultarlo; quieren que dos piezas vayan con una columna de paisanos a hacer
 acción de presencia para detener a los navarros que vienen hacia Guipúzcoa, V. no diga que ni sí ni que no que yo intervendré.  
            




A continuación, Carrasco y Ardanaz pasaron a la sala donde se encontraban Artola y el resto
 de autoridades, intentando infructuosamente Carrasco dar largas a la petición, volviendo Ardanaz a los cuarteles con la orden de incorporación. Al darla a conocer a los artilleros, la oficialidad se negó a obedecer, defendiendo Ardanaz su acatamiento, ya “que no se daban cuenta de cómo estaban las cosas”, pasando toda la noche con “discusiones acaloradas”. 
            




3.1.3. Sublevación y lucha por San Sebastián 
            




Fue el martes 21 de julio cuando los acontecimientos se precipitaron. Carrasco
 convocó a primera hora en el Gobierno Civil al teniente Presilla, ordenándole que se presentara en los cuarteles para reiterar la orden de que las
 secciones de artillería e ingenieros se presentaran a las diez de la mañana para unirse a la columna de Pérez Garmendia y que informara a los acuartelados de que tenían enfrente a las fuerzas de orden público y se habían repartidos armas. Una vez en el cuartel de artillería, Presilla se reunió con los jefes, exponiéndoles la orden y defendiendo el que fuera obedecida, ya que “era un disparate sublevarse por tener conocimiento (...) de que en Eibar y
 Bilbao se preparaban fuertes columnas bien armadas y provistas de camiones
 blindados”.  
            

En ese momento, según Vallespín, se votó del más antiguo al más moderno, decantándose el resto de jefes por obedecer la orden. Inmediatamente, Vallespín ordenó que se presentaran los capitanes, tomando la reunión otro cariz. Según Mata, estalló una: 
            




...repulsa inmediata, enérgica y general –aunque ni niego, ni afirmo– unánime, estalló ruidosamente en los reunidos, lo que en realidad no fue más que una entusiasta aprobación a la iniciativa del Tte. Coronel Vallespín para tomar el mando de las fuerzas y actuar con arreglo a los dictados de su
 deber por la Causa Nacional. Hubo apreciaciones sobre la gravedad de la situación que (...) Vallespín y el Capitán Fernández Prieto y tal vez alguno más disiparon rápidamente con enérgicas palabras (...), se distinguieron por su entusiasmo [Vallespín y los capitanes]. 
            




Al poco de acabada la reunión, la posición de Vallespín se vio reforzada, ya que los cuarteles fueron sobrevolados por un avión que lanzó una orden de Mola otorgándole el mando de la guarnición. Tras asumirlo, ordenó movilizar a la tropa, preparar la defensa de los cuarteles, ocupar los
 edificios y alturas colindantes (el Reformatorio de Uba, el Sanatorio de
 Nuestra Señora de las Mercedes, el asilo de las Hermanitas de los Pobres, las alturas del
 cementerio de Polloe y los caseríos cercanos) y subir varias piezas de artillería al monte Ametzagaña, que domina San Sebastián. También fueron arrestados cuatro miembros del CASE y tres soldados del batallón de zapadores por saberse que sustentaban ideas de izquierdas, así como su veterinario, Ramón Royo, que por precaución no se había presentado en el cuartel durante los días anteriores, pero que en aquel momento lo hacía tras oír por la radio que la guarnición iba a defender la República, siendo increpado por el capitán Fernández Prieto, que le llamó “traidor e indigno de vestir el uniforme y que de orden del Teniente Coronel
 quedaba degradado, mandándole cachear y le quitaron la guerrera”, encerrándolo en un calabozo. 
            


Mientras tanto, Pérez Garmendia, al observar con impaciencia que las secciones de artillería e ingenieros no se le unían, ordenó a las diez de la mañana la marcha hacia Vitoria, de manera temeraria, ya que la guarnición seguía acuartelada y no había garantías de que no se fuera a sublevar36. 


Finalmente, tras ser reconocido su mando por toda la oficialidad, Vallespín llamó a las doce del mediodía al Gobierno Civil, intimando a Artola para que resignara el mando de la
 provincia, a lo que se negó, dándole Vallespín un plazo de media hora para que lo hiciera, amenazando con bombardear el
 edificio. Al reiterarse la negativa, se hicieron un par de disparos de artillería contra la bahía de la ciudad, provocando que Artola tomara la decisión de ir a Eibar, unirse a Pérez Garmendia y volver a San Sebastián para enfrentarse a la guarnición, marchando con él los diputados, el teniente coronel Bengoa, el comandante Ezcurra, los
 tenientes de la guardia de asalto Margarida y Conde-Salazar, varios dirigentes
 del FP y las autoridades provinciales. Por el contrario, optaron por quedarse
 los coroneles Carrasco, López de Ogayar y Arrue, el teniente coronel Carrió y el capitán Cazorla junto a los alrededor de 150 guardias civiles y de asalto y policías que protegían el Gobierno Civil. Al poco, se les unieron por orden de Carrió una treintena de carabineros provenientes de su Comandancia y el comandante
 Heras, que en aquellos momentos se encontraba en su domicilio y que se presentó al ser convocado por Carrasco. 
            


Tras marchar Artola y quienes quisieron unírsele, los presentes en el Gobierno Civil se congregaron en el Hotel María Cristina, desde donde Carrasco y López de Ogayar llamaron a los cuarteles para avisar de lo ocurrido y pedir que
 bajaran fuerzas para ocupar la ciudad, negándose Vallespín por no fiarse de Carrasco y temer una encerrona, respondiendo que fueran ellos
 quienes marcharan a los cuarteles37. Error monumental, aunque comprensible, de Vallespín, que perdió la oportunidad de ocupar la ciudad fácilmente y sin gran resistencia, ya que estaba virtualmente indefensa tras la
 marcha de Pérez Garmendia, pudiendo contar además con el apoyo de la oficialidad y tropa de la Comandancia Militar y los
 congregados en el María Cristina. 
            


Ante la negativa de Vallespín, los coroneles volvieron a caer en las dudas y la inacción. Según el policía Feliciano Palacios, estaban “como asustados”, llegando la situación a ser tan tensa que un guardia de asalto perdió los nervios y comenzó a gritar “Pero es que aquí no están tres coroneles? quién va a decidir esto”, tomando Cazorla la iniciativa, diciendo “que tenían que ir a los cuarteles”. Por su parte, el comandante Heras se negó a unirse a los sublevados y se marchó a la Diputación, ordenando el acuartelamiento de los miqueletes presentes en San Sebastián. Momentos después, se inició un tiroteo con los grupos de paisanos que se agolpaban en los alrededores,
 aprovechando la confusión varios policías y carabineros para escapar. 
            


Sobre las 17 horas, después de que Vallespín amenazara con bombardear el María Cristina, se decidió marchar a los cuarteles. Al llegar fueron bien recibidos, a excepción de Carrasco, que a partir de aquel momento quedó marginado por el resto de la oficialidad38. Se les arengó, reforzó y reorganizó en una columna al mando del comandante Velasco, volviendo a la ciudad. Sin
 embargo, al hacerse de noche, Velasco tomó la decisión de volver a la seguridad de los cuarteles al temer una emboscada, error que le
 costó ser destituido y que dio un respiro a los defensores de la República que quedaban en la ciudad.  
            



Mientras tanto, la columna de Pérez Garmendia se había armado y reorganizado en Eibar, recibiendo el refuerzo de voluntarios,
 miqueletes, guardias civiles y carabineros, así como de una columna de guardias de asalto y milicianos proveniente de Bilbao,
 marchando durante la noche hacia San Sebastián39.  



Tras pasar la noche en vela, a las cuatro de la madrugada salió de los cuarteles una nueva columna formada por unos 200 guardias civiles y de
 asalto, carabineros y soldados al mando del capitán Arana con la intención de ocupar la ciudad, dividiéndose en dos agrupaciones al llegar a la plaza del Centenario40. Una, al mando de Arana, intentó abrirse paso por la calle Urbieta, enfrentándose a los anarquistas en el cruce de la calle Larramendi, donde tenía su sede la Confederación Nacional del Trabajo (CNT), muriendo en la refriega el teniente García-Benítez; mientras que la otra, al mando del capitán Cazorla, avanzó por la calle Prim y el Paseo de los Fueros hasta al Hotel María Cristina, cogiendo en el trayecto varios prisioneros, reuniéndose ambas columnas en el Hotel al mediodía. 
            


Todo parecía que iba más o menos bien para los sublevados hasta que hizo su aparición la columna de Pérez Garmendia, que dividida en tres grupos entró en la población y les obligó a atrincherarse en el Hotel María Cristina, el Casino y la Comandancia Militar.  
            

Las vicisitudes de los congregados en el edificio de la Comandancia, en el que
 también radicada la Caja de Reclutas, fueron parecidas a las de los cuarteles. Se
 puede afirmar que la oficialidad allí presente estaba virtualmente sublevada desde el día 19, pero sin margen de maniobra por la escasa tropa disponible, las órdenes de Carrasco y la actitud del capitán Soto, que imponía el cumplimiento de estas.  
            

Tras ver pasar con impaciencia los días 19 y 20, los acontecimientos se precipitaron el 21. Al producirse la
 sublevación de los cuarteles, hubo un enfrentamiento de la oficialidad con el capitán Soto, al que llegaron a encañonar con sus pistolas por haber hecho ondear una bandera blanca, y con el
 comandante Alberto Moreno, juez militar de la plaza y “de antecedentes azañistas”. Sin embargo, ambos acabaron uniéndose a los sublevados, afirmando Soto que aunque “veía desarrollarse las cosas de una forma que le hacía creer que no iban a tener éxito, (...) él seguiría unido a sus compañeros hasta el final”. A su vez, el comandante de infantería Íñigo Manso de Zúñiga tuvo que asumir el mando, ya que el teniente coronel Torres, el oficial
 presente de mayor graduación, “por su carácter abúlico (...) no quería decidirse a nada ni dejaba hacer a los demás”. 
            


Aquella tarde, sobre las 16 horas, al oírse el tiroteo proveniente del Hotel María Cristina, se ordenó preparar la defensa del edificio, pasando el resto del día sin mayores novedades. Sobre la medianoche, llegaron provenientes de la
 Comandancia de la Guardia Civil una cuarentena de guardias al mando del capitán Julio Ayuso, pasando la noche en vela, hasta que, sobre las cuatro de la
 madrugada del día 22, se enteraron de que la columna de Pérez Garmendia se acercaba desde Lasarte, ordenando Manso de Zúñiga ocupar el Casino y el Club Náutico, comenzando un tiroteo con las fuerzas de aquella que se adentraban en la
 ciudad desde el túnel del Antiguo. Al mediodía, hizo su aparición en la bahía de la ciudad el Torpedero n.º 3, que se encontraba fondeado en Pasajes y que había sido requisado por miembros de la CNT, abriendo fuego sobre el Casino, retirándose tras recibir disparos de artillería desde Ametzagaña. Al poco se inició el asalto del Casino por parte de guardias civiles leales y milicianos al mando
 del comandante Ezcurra41.  



Al ver que se enfrentaban a guardias civiles, la desmoralización y confusión cundió entre los soldados y guardias sublevados, llegando a proferirse gritos de “no tirar que son compañeros”, sosteniéndose la defensa por el empeño de los oficiales hasta que Manso de Zúñiga cayó herido, derrumbándose los ánimos de los defensores al creerle muerto, escapando una parte a la Comandancia
 Militar por la puerta de atrás, rindiéndose el resto tras duros enfrentamientos en el interior del Casino.
 Consiguiendo los rendidos salvar la vida gracias a la intervención de Ezcurra, que amenazó a los milicianos con retirarse junto a su fuerza si no se respetaban sus vidas,
 tras observar que habían sido alineados con la intención de fusilarlos42. 


La llegada a la Comandancia Militar de los evadidos del Casino se produjo en
 condiciones caóticas, observando el cabo Sanjuán “un gran desbarajuste, ya que todos mandaban pero nadie hacía caso”, encontrándose los guardias civiles “deshechos”. Casi de inmediato, sobre las 15 horas, al observar lo insostenible de la
 situación, no queda claro en las fuentes si fue el capitán Soto o el comandante Moreno, se contactó telefónicamente con la Diputación (donde Pérez Garmendia y las autoridades habían instalado su puesto de mando) para negociar la rendición a cambio de que se respetara la vida de los presentes en la Comandancia. Todo
 ello sin el conocimiento del resto de la oficialidad, que en aquel momento
 estaba reunida evaluando la situación: 
            




Una vez en la Comandancia se reunió a los Jefes y Oficiales en el salón llamado del trono, diciéndoles el Teniente Coronel quedaba poca munición y algunas granadas de mano y que había que intentar una salida para ver si lograban restablecer contacto con la
 columna de Loyola que debía encontrarse en el María Cristina: se habló también de imponer con urgencia sanciones graves para restablecer la disciplina y
 moral de la tropa. La reunión duró pocos minutos, siendo bueno el ánimo de los reunidos y cuando estaban en esta operación, llegó un cabo (...) diciendo que habían sido abiertas las puertas y salido la mayor parte de la tropa, acudiendo
 inmediatamente a los puestos de defensa y comprobando que habían sido traicionados. (...) En el momento de la sorpresa, no quedaban arriba una
 docena y ya los milicianos estaban dentro encañonándoles... 
            




Mientras tanto, Vallespín permanecía informado de la situación en la ciudad gracias al observatorio del monte Ametzagaña y a las idas y venidas del camión blindado que había salido con la columna del capitán Arana, comenzando a ser hostigados los cuarteles con fuego de fusil,
 ametralladora y artillería, proviniendo este último del cercano Fuerte de San Marcos, cuyo jefe, el sargento Roque Guembe, se
 había unido a las fuerzas leales.  
            


Al día siguiente, 23 de julio, la situación para los asediados en el María Cristina se volvió insostenible. A la mañana volvió el Torpedero n.º 3, disparando contra el edificio, careciendo de municiones los defensores. De
 manera desesperada, obligaron a los prisioneros hechos el día anterior a ponerse delante de las ventanas y puertas del edificio para
 intentar evitar el tiroteo de los atacantes. Los cuales, a su vez, intentaron
 infructuosamente incendiar el edificio arrojando gasolina y trapos encendidos.
 Tras observar que desde los cuarteles no se les podía ayudar, cundió el desánimo y se dio orden de rendición sobre las 14 horas, efectuándose en unas condiciones dramáticas, ya que al salir del edificio hubo un intento de linchamiento y el
 teniente de la guardia de asalto Atilano Roldán fue apartado por un exaltado que le disparó en el pecho, matándolo en el acto. 
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